Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 07 minutos) 


En primer lugar, le damos la bienvenida a la delegación integrada por los representantes de los 
Secretarios y Asesores Letrados del Ministerio Público y Fiscal. 


En segundo término, quiero informar a nuestros visitantes que tienen diez minutos para realizar su 
exposición. 


SEÑORA VELAZQUEZ.- Quisiera que nuestras primeras palabras en el día de hoy fueran para expresar 
nuestro reconocimiento a todos los integrantes de la Comisión de Presupuesto integrada con la de 
Hacienda por haber estudiado el año pasado en la Rendición de Cuentas nuestra problemática. 


En esa oportunidad se propuso el artículo 103 de la Ley N* 18.046 -que finalmente fue 
sancionado- por el cual se establece nuestra equiparación salarial con los cargos de Juez de Paz de 
ciudad, que era de vital importancia. En virtud de ello, en nombre de nuestra delegación y de todos los 
Secretarios Letrados del país, reitero que queremos expresar nuestro agradecimiento. 


En el día de hoy vamos a realizar una exposición referente a otra problemática y que, en 
realidad, es complementaria de la formulada el año pasado. Somos Secretarios y Asesores Letrados del 
Ministerio Público y Fiscal, dependiente del Ministerio de Educación y Cultura, pertenecemos al Escalafón 
A Grado 13 y 11, respectivamente. Somos ochenta y ocho Secretarios Letrados en todo el país, es decir, 
que constituimos el 45% de la estructura técnica del Ministerio Público. Tenemos un régimen de 
incompatibilidad absoluta en el desempeño de nuestra función, por lo que no podemos desarrollar ninguna 
actividad en el ámbito laboral o comercial, público o privado, en forma remunerada o gratuita, pudiendo 
realizar solamente actividad docente en el ámbito de nivel terciario y en nuestra especialidad, esto es, la 
técnica jurídica. 


Nuestra situación legal está referida a la Ley N* 15.809, por la cual pertenecemos al Escalafón N. 
En su momento, allí se estableció la equiparación de todos los cargos de la Magistratura Fiscal con los 
cargos de la Judicatura del Poder Judicial. 


Nosotros, los Secretarios Letrados, estamos equiparados a los Jueces de Paz de ciudad y por un 
Decreto del año 1987 pasamos a integrar el Escalafón A. El año pasado, gracias al estudio realizado 
fundamentalmente por los señores Senadores, se logró plasmar la realidad de nuestra equiparación salarial 
con dichos cargos en el artículo 103 de la Rendición de Cuentas. 


A continuación, voy a hacer mención a las funciones que realizamos en el ámbito de nuestra 
actividad técnica. 


Una Fiscalía Nacional está integrada por tres cargos: el Fiscal Letrado Nacional, que pertenece al 
Escalafón N; el Fiscal Adjunto, que pertenece también al mismo Escalafón y los Secretarios Letrados, que 
pertenecen al Escalafón A. 


Por su parte, una Fiscalía Departamental se integra por el Fiscal Letrado Departamental, 
perteneciente al Escalafón N y por el Secretario Letrado, del Escalafón A. 


Nosotros realizamos funciones similares a las desempeñadas por los dos cargos del Escalafón 
N, es decir, por el Fiscal Letrado Nacional y el Fiscal Adjunto. Estudiamos los expedientes en el despacho, 
dictaminamos y concurrimos a audiencias en todas las materias, ya sea civil, penal, de familia, laboral, de 
violencia doméstica, de menores y de Aduana. Fijense los señores Senadores que concurrir a una 


audiencia, estudiar el expediente y dictaminar de acuerdo con nuestra exclusiva convicción y 
responsabilidad, es parte de un trabajo de gran jerarquía, similar al que desarrollaría el Fiscal en persona, 
de haber sido él quien hubiere asistido. La similitud de funciones manejada entre quienes realizan las 
tareas amparados en el Escalafón N y quienes las desarrollan amparados en el Escalafón A, sólo mantiene 
el nivel de diferencia en cuanto a la complejidad y jerarquía del asunto en cuestión. Esto es algo que nos 
ocasiona perjuicios, porque el hecho de pertenecer al Escalafón N supone tener el estatus de Magistrado, 
de gran relevancia dentro de la administración de Justicia. Digo esto porque, por ejemplo, los Magistrados 
son invitados a participar en cursos de especialización o actualización a través de becas, tanto en el país 
como fuera de él. Generalmente, eso no nos ocurre a nosotros, pero en caso de tener que asistir, lo 
tenemos que hacer a costo personal y siempre que queden cupos libres de parte de los Magistrados. 
Tampoco tenemos acceso a ciertos privilegios o beneficios que, por ejemplo, conceden las leyes 
jubilatorias en materia de topes y causales. Nosotros no tenemos la posibilidad de hacer carrera dentro de 
la Magistratura Fiscal y, por ende, carecemos del derecho al ascenso que, como los señores Senadores 
saben, constituye un derecho de rango constitucional. 


Durante muchos años hemos tratado de solucionar esta problemática. Así, pues, en el año 2004 
presentamos una petición ante el Ministerio de Educación y Cultura -a la que se agregó una consulta 
técnica formulada por el doctor Martín Risso Ferrán, Catedrático en Derecho Constitucional Grado 5- que 
llevó consigo el aval favorable del entonces Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación, doctor 
Marcelo Brovia. Dentro de los informes contenidos en ese expediente, consta uno elaborado por la Sala de 
Abogados del Ministerio de Educación y Cultura en el que, por unanimidad, reconoce la legitimidad de 
nuestra pretensión, entendiendo que es en la vía legislativa que debe solucionarse la misma. 


En el año 2005, en oportunidad de presentarse el Presupuesto quinquenal en el Parlamento 
Nacional, en esta misma Sala, en más de una ocasión el señor Ministro de Educación y Cultura, así como 
el señor Subsecretario de la Cartera, expresaron su reconocimiento en cuanto a nuestra problemática y 
manifestaron su acuerdo en buscar una solución por la vía legislativa, seguramente, a través de la Ley de 
Rendición de Cuentas. 


En el año 2006, iniciamos un juicio al Ministerio de Educación y Cultura -al Estado-que fue 
patrocinado por el doctor Augusto Durán Martínez, Catedrático Grado 5 de Derecho Administrativo. En la 
contestación de esa demanda ya se manejaba la posición de la parte demandada, es decir, el Ministerio de 
Educación y Cultura, ya que manifiesta que no es por la vía jurisdiccional que debe solucionarse el 
problema y reitera su posición utilizando las palabras del doctor Felipe Michelini, Subsecretario de la 
Cartera, en el sentido de que es precisamente la vía legislativa la que corresponde seguir en este caso. 


Asimismo, en el año 2006, como ya manifesté, a iniciativa de los señores Senadores se elabora 
el artículo 103 que posteriormente se vota en el Parlamento. En virtud de este artículo se establece nuestra 
equiparación salarial con los cargos de Juez de Paz de ciudad. En el año 2007, el Fiscal de Corte, doctor 
Rafael Ubiría, entiende que aún queda por resolver el asunto relativo al Escalafón N en lo que respecta a 
nosotros. 


SEÑOR MICHELINI.- Quisiera formular una pregunta a nuestras invitadas, ya que debo retirarme en unos 
momentos para integrar otra Comisión. Concretamente, deseo saber si la propuesta de artículo que se 
incluye en el material que nos acaban de entregar, en la última hoja del documento que nos dejan para 
estudiar, implica un aumento de costos. 


SEÑORA FLEITAS.- El artículo que está agregado en el repartido que acabamos de entregar a la Comisión 
-esto es muy importante y debe quedar claro- ha sido presentado por el señor Fiscal de Corte, doctor 
Rafael Ubiría. Esto significa que se trata de una disposición propuesta y elevada por el jerarca al Ministerio 
de Educación y Cultura, a fin de que fuera incluido en la presente Rendición de Cuentas, teniendo 
fundamentalmente presente la urgencia y la necesidad de solucionar esta problemática, ya no desde la 
posición de los Secretarios Letrados, sino desde el punto de vista del propio Fiscal de Corte. 


Luego de haber ingresado al Escalafón, queremos dejar habilitada la posibilidad de que se 
resuelvan las situaciones de injusticia que ya se dieron y que los señores Senadores, el año pasado, 


también trataron de solucionar a través de un artículo que hoy es ley. Ese mismo artículo es el que hoy, de 
alguna manera, atiende el costo económico correspondiente al pago de la retribución. Con relación a 
solucionar el problema y concretar la inclusión en el Escalafón N, en definitiva, lo que estamos haciendo es 
regularizar desde el punto de vista jurídico una situación problemática generada a nivel funcional y 
escalafonario. Si los señores Senadores el año pasado nos dieron la equiparación, que era lo que 
implicaba costo económico, sin duda el tema puede considerarse resuelto. Pero el problema es que si 
nosotros no resolvemos esta pata del trípode, la de la regularización jurídica, que es la más importante, en 
el caso de que en un futuro se volviera a dar un aumento salarial o cualquier otra compensación a quienes 
están en el Escalafón N, nuevamente quedaríamos en una situación de desigualdad. 


SEÑORA VELAZQUEZ.- Quiero hacer una aclaración final, en el sentido de que este año, en oportunidad 
de la presentación del proyecto de ley de Rendición de Cuentas en la Comisión correspondiente de la 
Cámara de Representantes, hicimos la misma presentación que la que hacemos hoy. 


Posteriormente, cuando el proyecto de ley fue considerado en el Pleno de esa Cámara, el señor 
Representante Jorge Gandini propició la presentación de un artículo -así como nosotros hemos presentado 
éste en la carpeta que los señores Senadores tienen a consideración- solicitando su aprobación. Queremos 
hacer público nuestro reconocimiento a esa actitud del señor representante Gandini. 


A continuación, en el debate que se da en la Cámara de Representantes, el diputado Horacio 
Yanes expresa que no va a acompañar la aprobación del referido artículo en tanto da una solución parcial a 
la problemática de la Fiscalía de Corte, porque entiende que debe aprobarse una medida global a través de 
una reestructura total del Ministerio Público y Fiscal ya presentada por el señor Fiscal de Corte. 


Queremos expresar que lamentamos profundamente las expresiones vertidas por el señor 
representante Yanes, fundamentalmente por dos razones. Una de ellas es que a partir de 2005 y en los 
años sucesivos, los Secretarios Letrados siempre hemos recibido la consideración, el total apoyo y ánimo 
de colaboración del señor diputado Yanes con relación a nuestra problemática. La segunda razón es que a 
la fecha no existe una presentación por parte del señor Fiscal de Corte de una reestructura total del 
Ministerio Público. Nos hemos contactado personalmente con el doctor Rafael Ubiría y así lo ha 
manifestado él, sin perjuicio de que su ánimo es resolver nuestra problemática presentada hoy respecto al 
escalafón, ya que -como resulta claro para ustedes- cuando envió las necesidades al Ministerio de 
Educación y Cultura a los fines de agregar las necesidades de la Institución en este proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas, las formuló él mismo. Lamentablemente, el Ministerio de Educación y Cultura no fue 
sensible para aceptar y elevar al Parlamento esa propuesta del doctor Ubiría. 


En consecuencia, por todo lo expuesto, pedimos a los señores Senadores que consideren 
nuestra situación, que estudien la problemática y tengan a bien acceder al ingreso de un artículo en el 
proyecto de ley de Rendición de Cuentas relativo a la transformación de nuestros cargos y a su ubicación 
en el Escalafón N). 


SEÑOR LONG.- En realidad, la doctora Velásquez ya contestó a la pregunta que iba a hacer, pero quiero 
hacer un comentario. 


La pregunta tenía que ver con que si ese proyecto de reestructura ya era del dominio público, si 
ya se había presentado y si estaba en vías de concretarse. Ya me han dicho que no, que tal vez eso está 
más atrás, en proceso. 


A continuación voy a hacer el comentario que anuncié; no voy a ir a todo el resto, porque en esta 
Subcomisión hay varios señores Senadores, incluyendo a los señores Senadores Vaillant y Michelini y 
quien habla, que hemos seguido esto durante mucho tiempo y estamos absolutamente convencidos de la 
importancia y de la justicia de lo que se está planteando. Insisto en que lo obvio, porque así lo hemos 
manifestado en numerosas ocasiones. Por lo tanto, lo relevante y concreto a que queremos referir es lo 
siguiente. Hay una propuesta del propio Fiscal del Corte al que, en forma unánime, el Parlamento le ha 
dado la responsabilidad por el artículo. Si en un futuro se planteara una reestructura preparada por el 


propio Fiscal, es evidente que esto va a estar en línea con la referida reestructura. Se ve, pues, que el 
Fiscal de Corte, por más que esté pensando en una reestructura más general, hay cosas que ya tiene 
claras y definidas como en este caso y por eso toma la decisión de enviarlas para que sean consideradas 
por el Parlamento. Entonces, si mañana viniera esa reestructura, no habría ningún tipo de discrepancia 
sobre ella, porque surge de la misma persona, que acaba de asumir y está tomando todo este tipo de 
medidas. 


Por tanto, creo que es perfectamente pertinente el planteo y es algo que, además, como recién 
se explicó, no tiene problemas de costos por lo que, a mi juicio, el Parlamento debería hacerlo suyo. 


SEÑORA FLEITAS .- Voy a ser muy breve, porque el tiempo es apremiante y todos tenemos 
derecho a disponer de espacio en esta Comisión. 


En primer lugar, considero que debe quedar bien claro que el señor Fiscal de Corte, doctor 
Rafael Ubiría, está a disposición de este Senado. Es más; me ha dicho que no tiene inconveniente -en 
caso de que se lo quiera ubicar telefónicamente o citar- en concurrir a esta Comisión, porque debe quedar 
claro que quien impulsó este artículo -que, como bien dijo el señor Senador Long, ha tenido el consenso de 
todos los Partidos- es el señor Fiscal de Corte. 


La segunda puntualización que deseo hacer -porque lo considero importante- es que no existe 
un plan elaborado por el señor Fiscal de Corte y, por ende, sería bueno que alguno de los señores 
Senadores pudiera hablar sobre el punto. Insisto, no existe un plan que apunte a una reestructura global 
del Ministerio Público. El señor Fiscal de Corte, en oportunidad de ser entrevistado por los señores 
Senadores, habló de un proyecto o plan respecto de cómo llevar adelante, desde su cargo, el manejo del 
Ministerio Público y Fiscal. Pero, reitero, en ningún momento -fue lo que me manifestó- manejó o habló de 
alguna reestructura específica diagramada de esta manera. 


En realidad, me parece relevante, señora Presidenta y señores Senadores, que se tome en cuenta 
que las palabras vertidas por el señor representante Ignacio Yanes en la Comisión que mi colega mencionó 
-es más si necesitaran la versión taquigráfica se las podemos hacer llegar porque, como somos personas 
de Derecho, nos manejamos con los documentos correspondientes- habla de un proyecto de reestructura 
global. Pensamos que la información que se está difundiendo no es exacta, porque no es la misma que 
maneja el jerarca de la Unidad Ejecutora. 


La otra puntualización que también resulta importante -es lo último que quiero decir para no quitar 
más tiempo- es que no existe a nivel mundial ninguna posibilidad de que haya un Secretario Letrado que 
represente al Ministerio Público, a un Fiscal, que no tenga la misma calidad de Magistrado que tiene el 
señor Fiscal. Reitero, esto no existe en ninguna Ley Orgánica de ningún Ministerio Público; no hay 
antecedentes. Por ejemplo, cuando viajamos al exterior y nos consultan acerca de si somos Magistrados y 
respondemos que no lo somos, nos preguntan cómo, si no somos Magistrados, vamos a las audiencias y 
representamos al señor Fiscal, pues eso resulta imposible. O sea, no se entiende por qué conservamos 
aquí un problema de tipo escalafonario que no acompasa la realidad. Es más, en oportunidad de que la 
señora Fiscal Penal de Segundo Turno, doctora Mirtha Guianze, gentilmente nos acompañó el año pasado 
a la Comisión, manifestó que estaba presente gracias a que su Secretaria Letrada la estaba cubriendo en 
una audiencia. Es un ejemplo más que claro. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión resolverá si cita o se comunica telefónicamente con el señor Fiscal 
de Corte, doctor Ubiría. Asimismo, será repartido el material que esta delegación nos ha hecho llegar. 


Muchas gracias. 


(Se retira de sala la de delegación de Secretarios y Asesores Letrados del Ministerio Público y 
Fiscal) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social) 


Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 


La delegación cuenta con 10 minutos para expresar su planteo y solicitamos que se identifiquen 
por su nombre. 


SEÑOR GUTIERREZ.- Mi nombre es Daniel Gutiérrez y soy funcionario del Ministerio e integrante de la 
Comisión que está estudiando este tema de ASMIT, que es el gremio de funcionarios del Ministerio. 


Este es un reclamo y un pedido de tipo salarial, pero que también incluye otras condiciones y 
otras situaciones que se dan hoy dentro del Ministerio y que, de alguna manera, se fueron gestando en una 
nueva realidad. 


Los señores Senadores tienen conocimiento de que dentro de los artículos de esta Rendición de 
Cuentas hay una modificación en cuanto a la estructura de la Inspección General del Trabajo. Esto, 
además, implica una modificación en todo el trabajo del Ministerio. Pero en particular, en lo que tiene que 
ver con el resto de los funcionarios -porque los Inspectores tienen prevista una nueva forma de 
remuneración- crea algunas condiciones y una realidad nueva a contemplar que, además, se suma a la 
siguiente situación. El año pasado se incluyeron los Fondos de Participación, comúnmente denominados 
proventos, a nuestros salarios. Esto estaba basado en una realidad que miraba, en aquella oportunidad, a 
la cercana derogación del cobro de la planilla de trabajo, que era el principal sustento de los Fondos de 
Participación. 


En otras palabras, nuestros Fondos de Participación estaban integrados por dos componentes: 
uno del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, formado mayoritariamente por la planilla de trabajo, 
multas y demás, que provienen de las inspecciones que se realizan y otro del BPS, cuyos funcionarios 
siguen percibiendo al día de hoy. El año pasado se hizo una propuesta -basados especialmente en que se 
pensaba no cobrar en lo sucesivo las planillas de trabajo- y esos proventos se incorporaron, por una suma 
determinada, al salario. Pero legalmente -esta es una de las razones de nuestro pedido, es decir, el artículo 
106 de la Ley N” 16.046, de la Rendición de Cuentas del año anterior- no se derogó expresamente -así lo 
quiso el Legislador- lo referente a los fondos de afectación provenientes del BPS. Y no lo hizo porque, en 
realidad, la causa es que, de haberlo derogado, también tendría que haber derogado lo que percibían los 
funcionarios del BPS. Quiere decir que se derogó exclusivamente el Fondo de Participación del Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social y no el del BPS. Ahora bien, en estas circunstancias hay una suma que fue 
aceptada -no quiero relatar la historia de cómo fue aceptada, ni en qué condiciones, ya que lo importante 
es que se aceptó- por los funcionarios del Ministerio, pero con una realidad diferente. Hoy nos encontramos 
con que va a haber una mayor recaudación como consecuencia de la reorganización de la Unidad 
Ejecutora de inspección de trabajo lo que, evidentemente, va a implicar mayores fondos de participación. A 
su vez, habrá una realidad diferente si el Senado aprueba la última propuesta de no derogar el costo de la 
planilla de trabajo. En principio, no se iba a continuar cobrando la planilla de trabajo y hoy, a los efectos de 
destinarla a la educación -lo que creo que en muchos aspectos fue acertado- se va a seguir cobrando. 
Pero, cuando los fondos de participación se incluyeron en el sueldo, en el cómputo final no se tuvo en 
cuenta la cantidad correspondiente a ese punto. 


En consecuencia, nuestra demanda de considerar estas nuevas realidades se basa en razones 
de legalidad -ya que lo referente a los fondos de participación del BPS no fue derogado efectivamente por 
el artículo 106 la Ley N* 16.046- y en razones de justicia distributiva porque, producto de la reorganización 
del sistema inspectivo, habrá una mayor recaudación del Ministerio. A su vez, tenemos una razón de 
equidad salarial, porque en el universo de 900 funcionarios que tiene el Ministerio, 100 son Inspectores y 


van a tener un ingreso salarial muy superior al del resto. Esto, que de acuerdo con las características 
especiales de los Inspectores puede ser admisible en algunos aspectos, en otros no lo es porque, como 
ocurre en todo organismo, las funciones se conectan entre sí. Entonces, quedarían funcionarios con un 
ingreso, por lo menos, del doble o del triple que el resto -inclusive profesionales y Directores de área- 
diferencia que produce una desmotivación en quienes cumplen tareas conexas con la inspección. Si bien 
el acto inspectivo es importante y marca el proceso, no lo es menos la tarea del administrativo que permite 
que se concrete la inspección a través del trámite correspondiente o del funcionario profesional que atiende 
los recursos que se presentan contra la inspección o contra la resolución que determina la multa. Estas 
situaciones se ven más acentuadas cuando atendemos la actividad de los propios Inspectores, por 
ejemplo, en lo que tiene que ver con su traslado, lo que es posible gracias a la tarea de los choferes que 
permiten el transporte para que la inspección se realice. En definitiva, todas las tareas de los funcionarios 
están concatenadas para que el acto inspectivo sea efectivo a través de todas las reparticiones del 
Ministerio. 


En consecuencia, creemos que esa brecha salarial -que se puede comprobar en cifras que, si la 
Comisión lo desea, podemos proporcionar- entre los funcionarios inspectores y el resto, es muy 
importante. Se trata de cien funcionarios, reitero, frente a 800 que quedan en una situación crítica en 
cuanto a la motivación para realizar su tarea ya que, además, está previsto que, para los Inspectores, haya 
una capacitación específica y una mayor posibilidad de desarrollo, mientras que el resto queda al margen 
de eso. No nos preocupa sólo el aspecto salarial sino, también, lo relativo al desarrollo de los funcionarios, 
porque hay quienes tienen un promedio mayor a 10 años en la función pública. Entonces, de mantenerse 
esa situación y no contemplarse nuestro reclamo de incremento de la masa salarial del resto de los 
funcionarios, se irá en detrimento directo de la eficacia del funcionamiento del Ministerio. 


Como sucede siempre, lo fundamental de este tema es el costo, es decir, es vital que no se 
generen nuevos gastos. Somos conscientes de ello y estamos contestes en que es muyy difícil llegar a otras 
situaciones con los mismos gastos que se vienen generando. Entonces, proponemos incluir un nuevo 
artículo por las siguientes razones. 


Hasta el año 2006 había una masa de fondos de participación que tenía como destino a los 
funcionarios del Ministerio. En 2007 esos fondos, sin derogarlos, directamente fueron asignados a Rentas 
Generales. Lo que pretendemos es que, sin que se generen nuevos gastos, esos fondos vuelvan a tener 
como destino a los funcionarios del Ministerio pero excluyendo, evidentemente, a los Inspectores o a 
quienes opten por dichas funciones, debido a que tendrán un incremento mayor. De acuerdo a los datos 
que tenemos, promedialmente, estaríamos hablando de $ 2.000 por funcionario que, en definitiva, era lo 
que nosotros cobrábamos por proventos del Banco de Previsión Social. Concretamente, el cheque que 
emitía el Banco de Previsión Social hasta el año 2006 -nuestro porcentaje era del 1% de los ingresos de 
este Banco- se destinaban a los funcionarios del Ministerio y, reitero, en el 2007 se asignó a Rentas 
Generales. Como dijimos anteriormente, esto no correspondía legalmente, porque dichos fondos no fueron 
derogados efectivamente, pero se destinaron a Rentas Generales. Una vez más, reitero que pretendemos 
que esa masa afectada nuevamente vuelva a los funcionarios del Ministerio y se ubicaría, de acuerdo a la 
recaudación -aunque ésta va en aumento- en aproximadamente $ 2.000 por funcionario. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Solicitamos a la delegación que, si tienen redactada la propuesta, la dejen en 
Comisión para poder trabajar en ella. 


Agradecemos su presencia. 
(Se retira de Sala la Asociación de funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social) 
(Ingresa a Sala la Asociación Procardias) 


Tenemos el gusto de recibir a los representantes de la Asociación Procardias, quienes cuentan 
con diez minutos para realizar su exposición. 


SEÑOR GINDEL.- Soy el Secretario de la Asociación Procardias. 


La Asociación Procardias es una asociación civil sin fines de lucro, fundada en 1945 y está 
considerada como la pionera en su género a nivel mundial. 


Tiene entre sus fines estatutarios la educación y promoción de la salud para la prevención de las 
enfermedades cardiovasculares, así como la asistencia y rehabilitación total -esto es, física, psíquica y 
socialmente- de los enfermos cardiovasculares, en especial, los carentes de recursos. En este contexto, 
contamos con una partida para el Ejercicio 2007, establecida en el Inciso 21, Subsidios y Subvenciones, 
por el artículo 445 de la Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, de $ 1:107.262. 


El proyecto de ley de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal, Ejercicio 2006, 
enviado por el Poder Ejecutivo, en su artículo 255 asigna al fondo de subsidios y subvenciones creado por 
la Ley N* 18.046 en su artículo 34, una partida de $ 5:000.000 a partir del Ejercicio 2007, a efectos de 
incrementar los subsidios de las instituciones mencionadas en los artículo 445 y 446 de la Ley N* 17.930. 


Dentro de la Sección VI, Inciso 21, Subsidios y Subvenciones, del proyecto de ley aprobado en 
la Cámara de Representantes, se ratifica tanto la partida de $ 5:000.000, por el artículo 285, como 
la de $ 1:107.262 otorgada a nuestra institución mediante el artículo 286. En este último artículo 
mencionado se otorga un apoyo económico a instituciones públicas y privadas por un total de $ 
15:159.108, correspondiendo -por lo tanto- a Asociación Procardias un 7,30% de ese monto. 


Procardias cuenta, desde hace tres meses, con nuevas autoridades, luego de transitar un largo 
período pleno de rispideces que comenzara en noviembre de 2005 con la impugnación ante las 
autoridades del Ministerio de Educación y Cultura -expediente 163/84- del acto electoral realizado en 
aquella oportunidad. La resolución del Ministerio, favorable a los denunciantes, obligó a los ex directivos a 
realizar un nuevo acto electoral. En el ínterin, estos ex directivos tomaron decisiones que motivaron un 
deterioro institucional reflejado, entre otras cosas, en el alejamiento de socios con motivo de la suspensión 
del curso de rehabilitación cardiovascular. El nuevo Consejo Directivo, cuyos representantes estamos hoy 
presentes, ha tomado el timón del barco de la institución con ideas claras de brindar atención a los 
pacientes en rehabilitación cardiovascular, así como también de volcarnos a la atención primaria de salud 
entre la población de la zona de influencia, con policlínicas y laboratorios de análisis al servicio de la 
comunidad. También queremos continuar trabajando en conjunto con entidades como el Plenario Nacional 
de Discapacitados, a los que brindamos talleres de laborterapia, encuadernación, electricidad, talabartería, 
cepillería, etcétera y con la Asociación de Transplantados del Uruguay que funciona institucionalmente en 
nuestra sede. 


Dentro de nuestros más caros anhelos está la cristalización de un proyecto de instalación de una 
policlínica de riesgo cardiovascular para, con programas específicos -algunos de los cuales ya tenemos en 
funcionamiento- prevenir y disminuir una de las mayores causas de morbimortalidad de nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En definitiva, ustedes están pidiendo un aumento de la partida para la Rendición 
de Cuentas. ¿Tienen un estimativo del monto que proponen? 


SEÑOR GINDEL.- Sí, está contenido en la carpeta que distribuiremos a los señores Senadores. Dicho 
monto propuesto sería volcado a un programa denominado: Policlínica de Riesgo Cardiovascular, que 
apunta a la prevención y estaríamos hablando de una partida mensual de $ 70.000 para atender en forma 
permanente a 40 pacientes a $ 1.750. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En general, al señor Senador Long -que en este momento se ha retirado- y a 
quien habla les corresponde la tarea en esta Comisión de intentar equiparar, entre las distintas 
organizaciones del 221 -que, desgraciadamente, es una lista larga- la distribución. 


Nosotros prestamos especial atención a ese Inciso, porque sabemos que hay muchas 
asociaciones y organizaciones que complementan toda la actividad del Estado y que, de alguna manera, 
dependen de estos subsidios. En tal sentido, consideramos que es bueno que se den estos apoyos a 
efectos de que esas organizaciones puedan continuar funcionando. 


SEÑOR VAILLANT.- Los recursos asignados por el artículo 286 para la Fundación Procardias asciende a $ 
1.107.262. 


SEÑOR GINDEL.- Advierto que, en realidad, es Asociación Procardias. 
SEÑOR VAILLANT.- Aquí figura como “Fundación” Procardias. 


De cualquier manera, en definitiva, se les ha otorgado $ 1.107.262, a lo que ustedes plantean 
agregar $ 70.000 mensuales. 


SEÑOR GINDEL.- Sí; destinados a la policlínica de riesgo vascular. 
SEÑOR VAILLANT.- Estaríamos hablando de $ 840.000 al año. 


SEÑOR BREMERMANN.- Si los señores Legisladores lo permiten, me gustaría que la doctora Machado 
expusiera el proyecto y sus bondades, desde el punto de vista técnico. 


SEÑORA MACHADO.- Como encargada de la Dirección Técnica propuse este proyecto, producto de lo 
que recomienda actualmente la Organización Mundial de la Salud acerca de cuáles han de ser los 
programas o políticas a llevar a cabo para la prevención y disminución de la morbimortalidad por 
enfermedad cardiovascular, que sigue siendo la primera causa de muerte en el país, sobre todo en 
personas cada vez más jóvenes. Incluso, las últimas estadísticas muestran que esta mortalidad tiene una 
tendencia al aumento. Por tal sentido, la idea es contribuir a disminuir esta cifra. 


Procardias es una institución pionera en la promoción y prevención cardiovascular, como así 
también en la asistencia a personas carentes de recursos. Fue creada por iniciativa del profesor Velasco 
Lombardini, destacado cardiólogo y científico con relevancia a nivel mundial, que en 1941 promovió la ley 
de protección al cardíaco, logrando en 1945 la creación de la entonces Fundación Procardias, que luego, 
por reclamaciones estatutarias, tuvo que cambiar de denominación. Es así que hoy en día se llama 
Asociación Procardias. También tuvo intervención, en 1992, en la creación de la Semana del Corazón, por 
iniciativa de doctor Carlos Migues Barón, que luego creó la Comisión Honoraria para la Salud 
Cardiovascular, que integramos de acuerdo con lo que establece la ley. 


Cabe destacar que, con el aval de la Fundación Interamericana del Corazón, hace dos años 
incorporamos un proyecto para la prevención de la muerte súbita de origen cardíaco, denominado 
Programa Salvacorazones, que se basa en la cardiodesfibrilación precoz cuando la persona hace un 
evento de muerte súbita, en tanto se demostró que eso disminuye la mortalidad cardiovascular. Al respecto, 
hoy estamos promoviendo la policlínica de riesgo cardiovascular basada, como dije, en las 
recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud que desarrolla tres programas orientados hacia 
la prevención, que son: la alimentación adecuada; la promoción de la actividad física en toda la población - 
no solamente en quienes tienen factores de riesgo o son enfermos cardíacos, sino también en personas 
sanas- y la cesación del hábito de fumar, el que ya ha encarado el Gobierno. En estos programas también 
se incluye la prevención de la diabetes, dado que el 80% de los diabéticos sufren una enfermedad 
cardiovascular en la evolución de su enfermedad y, en su gran mayoría, la causa de muerte está dada por 
un accidente vascular, ya sea cerebral, infarto o problemas renales. 


Advirtiendo la gravedad, desde el punto de vista sanitario, de la afección cardiovascular, las 
secuelas y la mortalidad que genera, propuse este proyecto de prevención que se basa, 
fundamentalmente, en un etapa de detección diagnóstica a nivel de la población, que la iniciaríamos hacia 


la comunidad desde la zona de influencia de Procardias, dando prioridad a los usuarios de Salud Pública, 
quienes recibirían el servicio en forma gratuita. Luego de realizar un diagnóstico cardiológico, con un 
chequeo muy básico y de bajo costo, se pasaría a los pacientes a programas educativos, porque está 
demostrado que para que efectivamente disminuya la incidencia de esta afección, la Única alternativa es la 
educación, sobre todo, si se promueve en las etapas más precoces. Esta es la única forma de poder abatir 
la muerte por estas causas. 


SEÑOR BREMERMANN.- Quiero aclarar que hoy tenemos una partida económica que nos llega a través 
del Ministerio de Economía y Finanzas; la partida adicional que pedimos es exclusivamente para financiar 
este programa preventivo, que surge a partir de la Comisión Honoraria para la Salud Cardiovascular, de la 
cual Procardias es miembro activo. 


El programa tiene cuatro etapas. En primer lugar se realiza un estudio integral, como dijo la 
doctora Machado, de glicemia, colesterol, ácido úrico, triglicéridos, etcétera; también se controla la presión 
arterial, se elabora el índice de masa corporal, se consulta a la persona sus hábitos de consumo y se le 
hace una tarjeta con sus antecedentes. Luego pasa a un cardiólogo, que es quien determina cuál es el 
riesgo cardiovascular, integrando a la persona a los diferentes programas: al de nutrición, para, 
eventualmente, modificar sus hábitos de alimentación; al de antitabaco -en el cual siempre se le va a 
sugerir que deje de fumar o al programa físico de rehabilitación cardiovascular. También se le proporciona 
una consulta oftalmológica -como profesional de otra área me enteré hace poco que este tema tiene directa 
vinculación con los problemas cardíacos- y una consulta psicológica, porque la persona va a tener que 
enfrentar cambios en sus hábitos de vida, por lo que es bueno que reciba asistencia psicológica. Luego se 
hace un seguimiento para saber cómo evoluciona el paciente. 


Quiero decir que cada programa tiene una duración diferente: el programa para dejar de fumar 
dura tres meses; el programa físico, seis y con el psicólogo hay consultas dos veces al mes. 


Finalmente, después de la evaluación y el seguimiento, se evalúan los resultados y si la persona 
no ha adquirido un nivel satisfactorio de evolución, se la reinserta en los programas antedichos. Inclusive, 
estamos estudiando la posibilidad de incluir un programa antiestrés a cargo de un profesor de yoga que ya 
trabaja dentro de Procaridas. 


Entonces, resumiendo, este es un programa preventivo, que no tendría costo para los usuarios 
del Ministerio de Salud Pública, razón por la cual pedimos el dinero. En el proyecto que entregamos hay 
una estimación mensual de $ 1.750 por paciente. Tenemos la capacidad física y locativa como para atender 
en forma permanente hasta 40 pacientes usuarios del Ministerio de Salud Pública. Es por ello que pedimos 
la partida adicional. Nosotros ya recibimos, repito, una partida, pero estamos pidiendo algo extra para 
poder financiar este proyecto que, como dijo la doctora, fue pedido por la Comisión Honoraria para la Salud 
Cardiovascular y además está en línea con lo que marca la Organización Mundial para la Salud. 


SEÑORA GONZÁLEZ.- Como Consejera de Procardias agradezco a los señores Senadores que nos 
hayan recibido. 


Estamos ubicados en la zona del Parque Rodó, donde estaba el Hospital Pedro Visca, que 
atendía a los enfermos de Salud Pública, los que ahora viven en pensiones alrededor de PROCARIDAS y 
se atiende allí. Inclusive, atendemos a personas mayores y niños con capacidades diferentes. Quiero hacer 
hincapié en que todos los vecinos que no tengan atención, tan siquiera a través del Salud Pública, se 
pueden atender por $ 50 y son recibidos como cualquier persona que paga lo que corresponde. Quiero que 
quede claro que no se atiende solamente a pacientes de Salud Pública, sino también a nivel barrial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Damos las gracias a los invitados y les informamos que en su momento, la 
Comisión discutirá el tema. 


(Se retiran de sala los representantes de Procardias) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca) 


Informo a los señores miembros de la Comisión que la delegación del sindicato del INAU no ha 
venido, por lo que vamos a recibir a la siguiente, que es la Asociación de Funcionarios del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Señalo a nuestros visitantes que cuentan con diez minutos para realizar su exposición. 


SEÑOR CORBO.- Como Presidente de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, quiero agradecer a los señores miembros de la Comisión por habernos recibido en el 
día de hoy. 


Como primer punto, planteamos que hacemos nuestra la plataforma reivindicativa que presentó 
COFE con respecto a la Rendición de Cuentas. Queremos recalcar la necesidad -porque aún no contamos 
con ello- de tener, más allá de lo formal, un ámbito real de negociación colectiva, donde podamos negociar 
temas que hacen a las condiciones de trabajo y al salario, que por su naturaleza están dentro de la órbita 
de la negociación colectiva. 


Con respecto al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, queremos presentar dos artículos. 


Uno de ellos tiene que ver con la distribución de las economías de los años 1996 y 1997, 
generadas a partir de la aplicación de la Ley 17.736, que, como en su momento el Ministerio no realizó la 
evaluación de desempeño de los funcionarios, dichas economías no se pudieron distribuir. 


La pérdida de funcionarios del Ministerio desde el año 1996 ha sido de alrededor de 940, lo que 
representa el 40% del personal que actualmente está en actividad. Esta situación ha llevado a que muchos 
de los funcionarios cumplan funciones diversas y muchas veces ejerzan funciones superiores al escalafón 
y grado que les corresponde. 


Por esta razón, solicitamos a los señores Senadores que se incluya este artículo, que plantea una 
excepción en cuanto a la utilización de estas economías para el pago de los premios por desempeño, a fin 
de que el dinero de esos años en los que el Ministerio, por responsabilidad de las jerarquías de entonces, 
no hizo la evaluación de desempeño, se pueda distribuir en forma igualitaria entre todo el personal que 
quedó a cargo de las funciones de la Cartera. 


El otro artículo está relacionado con las retribuciones de los funcionarios. Desde hace muchas 
décadas en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca -tal como pasa en casi toda la Administración 
Central- tenemos un sistema de retribuciones que es inequitativo, injusto e irracional y, sobre todo, es un 
sistema que no da cuenta, refleja ni sostiene la carrera administrativa. Estamos tratando de abordar estas 
inequidades salariales en base a dos líneas de trabajo. Una de ellas es hacia la interna del Ministerio, 
tratando de establecer nuevos criterios y procedimientos para la distribución de algunas partidas móviles, 
ayudando con eso a la equidad de las distribuciones dentro de la Cartera. La otra línea de trabajo -al 
respecto le presentamos este artículo a los señores Senadores- tiene que ver con crear un fondo que 
permita atender esas inequidades salariales. Como los señores Senadores sabrán, el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca tiene libre disponibilidad del 100% de los recursos de afectación especial y 
de ese porcentaje, el 80% queda en las Unidades Ejecutoras que lo generan y éstas lo pueden utilizar para 
funcionamiento, capacitación de los funcionarios, promoción social y retribuciones. Como desde el punto 
de vista de la recaudación en el Ministerio tenemos unidades ejecutoras pobres y ricas, esa situación no 
permite atender con una visión global, central y de equidad a toda la Cartera. Por ello, entendemos que el 
camino es crear un fondo al que todas las unidades ejecutoras puedan volcar un porcentaje, entonces, con 
ese fondo y con una visión de unicidad se podrá atender la situaciones de inequidades salariales. Esta 
sería una primera parte del planteo que le queríamos hacer a los señores Senadores. 


La otra parte tiene que ver con la visión que tenemos de la problemática más importante del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. La prohibición del ingreso de funcionarios en más de una 
década, los continuos incentivos indiscriminados para el retiro de funcionarios y el desmantelamiento de 
muchas actividades sin tener una evaluación de costo-beneficio, ha provocado un deterioro importante en 
todas las unidades ejecutoras en lo que tiene que ver con inversión, equipamiento, capacitación y, sobre 
todo, en recursos humanos. Podríamos hablar de muchas cosas que están sucediendo en el Ministerio, por 
ejemplo, para la parte agrícola, para todo el Programa 4, en la Rendición de Cuentas casi no aparece 
absolutamente nada, a pesar de que de los ochenta millones que recauda el propio Programa, le quedan, 
aproximadamente, treinta y cinco millones, pero no tiene crédito para utilizarlos. Con ese dinero se podrían 
emprender muchas acciones y programas nuevos, así como también fortalecer otros. Sin embargo, en ese 
sentido, no aparece nada en la Rendición de Cuentas. 


En el día de hoy, queríamos focalizarnos -y llamar la atención de los señores Senadores- en la 
situación de los recursos humanos que es el problema principal y casi dramático del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Como decíamos hace un momento, en estos últimos diez años el 
Ministerio ha perdido 943 funcionarios y actualmente cuenta con 2.247 funcionarios, de los cuales 385 son 
mayores de 60 años. Esto muestra un panorama de la cantidad de funcionarios que se estarán retirando en 
los próximos años. Tan solo tenemos un 15% de funcionarios menores de 45 años y en mi caso, que tengo 
casi 20 años como funcionario del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, estoy dentro de ese 15% y, 
si me permiten una chanza, podría decir que soy el pibe de la oficina. 


Si bien podríamos hablar de lo que está pasando en diversas unidades ejecutoras, por el escaso 
tiempo que tenemos vamos a focalizarnos en tres aspectos del Ministerio. Dos de ellos tienen que ver, 
podríamos decir, con ambos extremos de la cadena productiva, y son: la Unidad Ejecutora 5, Servicios 
Ganaderos y la Unidad Ejecutora 3, Recursos Naturales; asimismo, vamos a hacer referencia a la nueva 
unidad de Desarrollo Rural, que se crea. 


Por nuestra parte, tenemos una visión de integralidad de la producción agropecuaria y de la 
actividad del Ministerio; por lo tanto, tenemos también conciencia plena de que, en un extremo de la 
cadena está la necesidad de que el país pueda producir, faenar y exportar carne, pero para ello 
necesitamos la otra punta de esa cadena, que es el suelo, el pasto, la pradera y el agua. Y creemos y 
sentimos, verdaderamente, que allí está, en una forma primaria, la verdadera riqueza del país que es la 
que, de alguna manera, nos identifica y define. 


Si bien somos conscientes, también, de que vivimos en un país donde los recursos son siempre 
escasos y donde, necesariamente, se atienden las urgencias y la inmediatez, sentimos que es válido poner 
sobre la mesa la importancia de considerar algunos temas -saliéndonos de la inmediatez- en una 
perspectiva a más largo plazo. Asimismo, sentimos que como sociedad e incluso como generación, 
tenemos la enorme responsabilidad de cuidar la sustentabilidad de los recursos para que en un futuro se 
pueda seguir produciendo como hoy. Sin embargo, en esta Rendición de Cuentas no aparece ni un solo 
artículo que atienda las necesidades de esta Unidad Ejecutora, cuando verdaderamente están haciendo 
falta dos cosas que son fundamentales, que no están contempladas y que, a su vez, requieren recursos 
para el funcionamiento y para el personal. 


Nos referimos, concretamente, a un sistema de gestión de los recursos naturales que permita, a 
base de las nuevas tecnologías y de los sistemas de información geográfica, que los técnicos en el interior 
del país tengan en tiempo real el conocimiento de cómo están evolucionando los recursos y de cuáles son 
los eventos que se están dando con relación a ellos; a partir de esa información real y transparente, ellos 
podrían tomar decisiones sobre la forma cómo se gestionan dichos recursos. 


Lo otro que entendemos está faltando -que sería importante que el Ministerio tuviera- es un 
sistema de extensión de las tecnologías y de paquetes tecnológicos para el manejo a nivel predial de los 
mencionados recursos. 


Por otro lado, en la otra punta de la cadena, están los servicios veterinarios, que tienen una 
importancia estratégica fundamental para el país, pues su objetivo principal es cuidar y mantener el estatus 


sanitario que tiene el país y que nos permite formar parte de esa especie de círculo de privilegio que 
significa poder vender nuestra producción pecuaria a los países del primer mundo, que son los que tienen 
mayor poder adquisitivo. 


En este marco, la situación de falta de personal en el Ministerio es realmente acuciosa y 
angustiante en el Programa 5, pues en la última década, se han retirado alrededor de 490 funcionarios. 
Cabe acotar que el promedio de edad del Programa es de 55 años y estamos hablando de funcionarios 
que hacen actividad de campo, que están en una línea de producción en un frigorífico, etcétera, actividades 
todas que implican un desgaste físico importante. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Rogaríamos al señor Corbo que fuera redondeando su exposición, pues 
estamos prácticamente en el límite del tiempo disponible. 


SEÑOR CORBO.- Esta Unidad Ejecutora se planteó en su momento trasmitir a las autoridades del 
Ministerio sus aspiraciones con respecto a la Rendición de Cuentas y en este sentido, manifestarles la 
necesidad de contar con aproximadamente 360 funcionarios a efectos de poder hacer frente, no a las 
tareas de apoyo, sino a los cometidos sustanciales de esta unidad que tiene a su cargo nada menos que 
mantener el estatus sanitario del país. Sin embargo, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
aparece en este proyecto de ley de Rendición de Cuentas solamente con veinte becarios y con dinero para 
realizar contratos a término a cien funcionarios más para todo el Ministerio. Uno podría discutir si esta cifra 
es o no importante de acuerdo con los recursos con que cuenta el país, pero es absolutamente indiscutible 
que la misma resulta insuficiente para que los servicios ganaderos puedan cumplir a cabalidad con sus 
cometidos sustanciales. 


Por lo expuesto es que queremos trasmitir a los señores Senadores la necesidad de que los 
servicios ganaderos puedan contar con más funcionarios. Además, nos parece absolutamente inapropiado 
que estos contratos sean a término, máxime si tenemos en cuenta que estos servicios tienen funciones 
permanentes y sustanciales y que la formación de un funcionario en esta tarea lleva meses de capacitación 
teórica y práctica. 


En otro orden de cosas, deseamos manifestar que para el año 2008 está prevista la creación de 
la Dirección de Desarrollo Rural que tiene como objetivo un conjunto de políticas que hacen al cerno de lo 
que la Administración, las autoridades del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca quieren proyectar 
como política agropecuaria; esto es, el desarrollo rural, el extensionismo, la capacidad de identificar y 
generar proyectos que atiendan, tanto a las situaciones de escala y capacidad de interconexión horizontal 
de los pequeños productores, como a la capacidad y posibilidad de agregarle valor a la producción. 


Todas estas políticas -reitero- constituyen el cerno de lo que las autoridades ministeriales quieren 
proyectar como su política agropecuaria; esto es algo que compartimos y nos consustanciamos con ello, 
pero en el presente proyecto de ley de Rendición de Cuentas se define solamente la creación del cargo de 
Director de Unidad Ejecutora. No nos queda claro cómo se va a conseguir el resto de los funcionarios que 
se necesitan para cubrir las necesidades de esta Unidad Ejecutora que es central para la política 
agropecuaria. En este sentido, tenemos la duda de si se va a terminar desvistiendo a seis o siete santos en 
harapos -que son las otras unidades ejecutoras- para vestir a este santo o, si por el contrario, hay aquí una 
suerte de inocencia o voluntarismo de cómo hacer esto. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa desea indicar que nuestros visitantes han dejado un material -que se 
distribuyó entre los señores Senadores- que será tenido en cuenta cuando la Comisión considere el Inciso 
07. 


La Subcomisión de Audiencias les agradece su presencia en este ámbito. 


(Se retira de Sala la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca) 


(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay) 


La Subcomisión de Audiencias de la Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda del 
Senado tiene el agrado de recibir a los representantes de la Asociación de Agrimensores del Uruguay, a 
cuyo Presidente dejamos en uso de la palabra. 


SEÑOR HANTZIS.- Señora Presidenta: nuestra preocupación fundamental está vinculada con algunos 
artículos incluidos en el Proyecto de Ley de Rendición de Cuentas, que afectan a la función y a la 
organización de la Dirección Nacional de Catastro. 


En primer lugar, vamos a referirnos al artículo 149 de la propuesta del Poder Ejecutivo, que 
corresponde al 155 del proyecto de ley aprobado en la Cámara de Representantes. Se trata de una 
disposición que habla sobre la eliminación de tasas y tributos, que la Dirección Nacional de Catastro, en 
este momento, está cobrando y destinando a proventos para los funcionarios. El artículo propone, 
fundamentalmente, pasar esa parte de proventos a sueldos y, en ese sentido, no tenemos objeciones; sin 
embargo, el problema radica en que, con relación a estos tributos, hace varios años estamos planteando 
de manera oficial y oficiosa que su incidencia es desmedida y, además, varias de esas tasas no tienen 
sustento legal. En las negociaciones llevadas a cabo con las autoridades habíamos coincidido en la 
conveniencia de que, tal como está planteado aquí, se fueran eliminando esas tasas y los proventos se 
sustituyeran por partidas de sueldo directas. No obstante, en la redacción de este artículo, en una de sus 
partes, existe un detalle taxativo de algunas de las tasas, mientras que de las otras que se están cobrando 
no se dice nada. Por consiguiente, nuestra propuesta es, por un lado, plantear -como dice el principio del 
artículo- la eliminación de todas las tasas que en este momento se están cobrando. En la última parte de 
este artículo se dice: Facúltase al Poder Ejecutivo a disminuir las tasas por los servicios prestados por esta 
Unidad Ejecutora hasta su eliminación. Quiere decir que el concepto de eliminación de las tasas está 
refrendado por el artículo 150 de la propuesta del Poder Ejecutivo, que es el 156 del texto aprobado en la 
Cámara de Representantes. Allí se dice: Encomiéndase a la Unidad Ejecutora 009 Dirección Nacional de 
Catastro” la implementación de un sistema público y gratuito de información de los valores catastrales. 
Dicho sistema deberá estar disponible no más allá del 31 de diciembre de 2008. Entonces, si unimos los 
dos artículos, vemos que, por un lado, está la voluntad de pasar las retribuciones complementarias a 
sueldos y eliminar las tasas. Sin embargo, nosotros entendemos que esta forma de redacción, donde en 
una parte se incluye un detalle taxativo de las tasas, mientras que otras tasas no aparecen, puede generar 
confusiones y dificultades de aplicación. Por otro lado, consideramos que la última frase del artículo merece 
tener una concreción en el tiempo, es decir que la disminución hasta su eliminación debe contar con una 
fecha específica de cumplimiento. De otro modo, no vemos cómo puede llegar a democratizarse la 
información, tal como se plantea políticamente y ha sido refrendado por el grupo de trabajo que está 
llevando a cabo el Programa Nacional de Catastro. 


Vamos a dejar a los señores Senadores este material que tenemos en nuestras manos a los 
efectos de que tengan otros elementos para manejarse, pues esta disertación puede ser demasiado 
sintética. 


En el artículo siguiente aparece un punto que, a nuestro juicio, está desajustado respecto a las 
directivas políticas que ha dado el Gobierno -que compartimos- en cuanto a estudiar en la globalidad 
cuáles deben ser la estructura, las funciones y las responsabilidades que tomen actividades catastrales 
dentro del cuerpo del Estado, sobre todo dentro de lo que es la planificación y gestión del territorio. Esto 
está íntimamente unido con los problemas de ordenamiento territorial y de planificación, de los cuales en 
otras oportunidades hemos hecho especial énfasis. 


En este caso, en el artículo 151 de la propuesta del Poder Ejecutivo o en el 157 del proyecto de ley 
aprobado por la Cámara de Representantes, hay por un lado una primera parte en la cual se sustituye la 
situación jerárquica o política del cargo de Director Nacional de Catastro, quitándole el carácter de 
particular confianza y pasándolo a función de alta prioridad. En este aspecto, no tenemos por qué objetarlo 
pues no es un tema técnico, sino netamente político, por lo que no nos corresponde expresarnos en ese 
sentido. Pero a continuación se dice que se sustituye el artículo 219 de la Ley N* 16.170, de 28 de 


diciembre de 1990, por el artículo. Y continúa: el Cargo de Subdirector General de la Unidad Ejecutora 009 
“Dirección Nacional de Catastro” será ejercido por un Ingeniero Agrimensor. 


Por último, ese mismo artículo sustituye el 260 de la Ley un 15.809, cambiando una escala de 
retribuciones a los cargos jerárquicos de la División. Al respecto, tenemos que decir que en esta parte hay 
alguna inconsistencia, porque habla de 8 cargos de Director de División cuando, en realidad, son 3 cargos; 
de modo que hay 5 fictos que no sabemos si son para llenar o si, simplemente, es un error en la 
apreciación. 


Sin embargo, nos interesa resaltar la modificación del artículo 219, que dice, actualmente, que el 
Cargo de Director General de la Unidad Ejecutora 009 “Dirección General de Catastro Nacional y 
Administración de Inmuebles del Estado” será ejercido por un Ingeniero Agrimensor. Al sustituirse este 
artículo, se está eliminando la condición de que ese Director Nacional sea un ingeniero agrimensor. En 
primer lugar, no encontramos mérito de oportunidad porque si estamos trabajando en forma conjunta, 
planificando un Programa Nacional de Catastro, la estructura y la jerarquía de los cargos y, sobre todo, la 
idoneidad requerida para cada uno, parecería que en este momento no sería preciso un cambio. No 
dejamos de reconocer el carácter multidisciplinario que tienen las funciones catastrales, pero hay que tener 
presente que desde siempre y por problemas funcionales en el Uruguay el único profesional que tiene en 
su currículum la preparación específica de Catastro es el ingeniero agrimensor, tema sobre el cual otro 
compañero se extenderá después. 


Reitero que la única carrera que abarca en forma especial el tema catastral es la de ingeniero 
agrimensor, lo que constituye una garantía. En su momento -años 90- el Legislador, atendiendo a las 
particularidades de la función catastral, entendió que esto era conveniente y no vemos ninguna razón para 
que se elimine, más allá de las diferentes posiciones que aquí se han esgrimido. 


En la estructura de cargos actual el de Subdirector ya figura en la planilla como AAA ingeniero 
agrimensor, por lo que cambiar y decir ahora que el Subdirector debe ser ingeniero agrimensor, no tiene 
sentido práctico. Si se entiende que los dos cargos jerárquicos de mayor importancia deben ser ocupados 
por ingenieros agrimensores, estamos de acuerdo y, entonces, simplemente agreguemos que además del 
Director, el Subdirector también debe serlo. No eliminemos al cargo de Director la característica técnica de 
mayor garantía para el ejercicio de la función. 


Como el tiempo de que disponemos es muy reducido, voy a ceder el uso de la palabra a mis 
compañeros. 


SEÑOR RODINO.- No puedo separar mi formación de agrimensor de la de docente de la UDELAR. Por 
ese motivo, voy a dejar una copia de lo que considero debe ser el plan de estudios de la carrera de 
ingeniero agrimensor puesto que me parece de suma importancia. ¿Por qué? Porque de los 450 créditos 
que tiene la carrera de ingeniero agrimensor, la tercera parte está vinculada con la técnica catastral lo que 
hace que el profesional sea un técnico que ve la globalidad del problema y no la parcialidad. Esto me 
parece fundamental para una oficina como la de Catastro que debe tener meridiana claridad dado que 
establece valores e interviene en la parte jurídica, fijando los límites de la propiedad o del padrón, etcétera. 


Quiero también hacer notar que el Programa Nacional de Catastro fue creado por un Grupo de 
Trabajo propuesto por el Poder Ejecutivo mediante la Resolución 424/06. En este sentido, se emitió un 
informe que refiere a la propuesta normativa y, al respecto, voy a citar tres o cuatro puntos. Asimismo les 
voy a hacer una copia de la información vinculada a Catastro, no así a la parte de datos espaciales, que es 
otra área que también estudió ese Grupo de Trabajo. 


Tal cual lo señalé, en el informe se plantea como propuesta normativa la necesidad de la 
definición de objetos del Catastro multifinalitario, es decir, que sea geométrico, económico y jurídico 
demostrativo. Asimismo se habla de los planos de mensura, ya que el ingeniero agrimensor es el único 
jurídicamente capacitado para desarrollar esa tarea. Se habla también de un insumo básico referenciado 
espacialmente a la red geodésica nacional -el ingeniero agrimensor es el único profesional que estudia la 


geodesia en forma sistemática- basado en un sistema de información territorial -idea compartida por 
muchos técnicos- integrado a la infraestructura de datos espaciales. Se requiere también la existencia de 
una cartografía básica nacional -desde UDELAR estamos promoviendo una tecnicatura a nivel terciario 
sobre lo que tiene que ver con cartografía- y de la definición del valor catastral ya que todo lo vinculado con 
evaluaciones también es de suma importancia. 


No quiero abundar en mayores detalles, porque el tiempo de que disponemos es corto pero, sin 
duda, todo converge en quién es el que puede tener una visión global, independientemente de que se trate 
de un tema multidisciplinario. 


Reitero, lo importante es la globalidad y no la lateralidad y en ello basamos nuestra propuesta de 
modificación de ese artículo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR HANTZIS.- No queríamos terminar sin hablar del artículo 264 de la propuesta del Poder Ejecutivo 
o 298 en la redacción de la Cámara de Representantes. Entendemos que aquí hay un problema bastante 
serio desde el punto de vista conceptual, que ya se ha manifestado en otras ocasiones. Me refiero a que se 
dan dos valores reales, dos valores distintos para un mismo padrón, por circunstancias totalmente 
coyunturales, como lo es la de adecuar las modificaciones económicas a los tributos. Nosotros entendemos 
que el valor real es un valor netamente técnico que no se puede falsear tomando dos valores diferentes 
cuando se quiere obtener un tributo distinto y que lo que sí debe hacerse es cambiar la alícuota. Esto es lo 
mismo que si dijéramos que para tales condiciones, un terreno, en lugar de tener 500 metros, tiene 230 
metros. ¿Por qué vamos a cambiarle un atributo propio que sirve para otros fines diferentes y tener una 
confusión de conceptos con algo tan importante como es el valor real? 


Nos parece que esto debe ser pensado de otra manera; por ejemplo, como dije anteriormente, 
debería afectar la alícuota y no la base técnica del valor del inmueble. Por eso, alertamos sobre este punto 
y también hacemos alguna propuesta al respecto. 


SEÑOR VAILLANT.- Aclarando que leo el texto por primera vez, debo decir que en este artículo, por lo 
menos en su primer inciso, lo que se hace es facultar al Poder Ejecutivo para que establezca el valor real 
computable, no en función del último, sino de un promedio, porque es a los efectos de la liquidación del 
Impuesto al Patrimonio. Eso no significa modificar el valor real -que obviamente es uno- el que se 
establece, pero a los efectos tributarios se determina un promedio. 


De una primera lectura, al menos, no me parece entender que lo que se esté haciendo en el 
artículo sea modificar el valor real, sino autorizar al Poder Ejecutivo, a los efectos de fijar el tributo, a tomar 
el promedio de los últimos cinco años. 


SEÑOR HANTZIS.- En la teoría es así, pero en la práctica resulta que a la Dirección Nacional de Catastro 
se le hace extender cédulas diferentes según el destino. Entonces aparece el valor real de tal padrón, para 
un destino, tal cosa y otra cédula catastral, valor real para el mismo padrón, por otro destino, tal otra. En la 
cédula catastral muchas veces no está claro cuál es su destino y, entonces, como documento oficial de 
Catastro hay más de una interpretación sobre valor real. Creemos que esto es lo que, justamente, 
debemos evitar: que aparezcan documentos oficiales con valores diferentes de un mismo padrón. 


SEÑOR VAILLANT.- No es así. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Nosotros discutiremos en la Comisión la interpretación del artículo y si nos 
siguen quedando dudas, consultaremos a la Dirección Nacional de Catastro y a la Asociación de 
Agrimensores del Uruguay, porque si bien el espíritu de la disposición es ese, de pronto hay problemas de 
redacción y es importante que estas cosas estén bien redactadas. 


Agradecemos la comparecencia de los señores agrimensores y vamos a repartir el material que 
han dejado en poder de la Comisión. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Agrimensores del Uruguay) 
(Ingresa a Sala la delegación de la Asociación de Medicina Veterinaria del Uruguay) 


La Comisión de Presupuesto Integrada con la de Hacienda da la bienvenida a la delegación de la 
Asociación de Medicina Veterinaria del Uruguay, que concurre a efectos de referirse al proyecto de ley de 
Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal que tenemos a consideración. 


SEÑOR MORÓN..- En primer lugar, quiero presentar a quienes hemos concurrido en el día de hoy: quien 
habla, Carlos Morón, Presidente de la Sociedad de Medicina Veterinaria del Uruguay; a mi derecha, el 
doctor Eugenio Perdomo, Presidente de la Academia Nacional de Veterinaria y los doctores Ariel Sáez y 
Pablo Ocampo, Vocales de la Sociedad de Medicina Veterinaria. 


Antes de entrar al análisis de la Rendición de Cuentas, queremos señalar que somos una 
institución que este año está cumpliendo cien años de antigúedad y, precisamente, por esa circunstancia, 
el miércoles pasado fue homenajeada por la Cámara de Representantes en una sesión extraordinaria, por 
lo cual hacemos público nuestro agradecimiento. 


Hemos concurrido a esta Comisión para trasmitir algunos conceptos sobre la Rendición de 
Cuentas que está a consideración. La Sociedad de Medicina Veterinaria viene solicitando desde el año 
1985 la exoneración del Impuesto al Valor Agregado, ya que se plantea una desigualdad en ese aporte. 
Los medicamentos veterinarios para mascotas están gravados con un 22%, mientras que los que se 
utilizan para uso humano pagan un 10%. Eso provoca, reitero, una desigualdad y una corrida hacia el 
consumo de productos que no están específicamente destinados al uso animal. A esto se suma que 
nuestros veterinarios participan en muchas campañas sanitarias a nivel nacional, sin ser empleados del 
Estado, trabajando en el combate de las zoonosis, lo que creemos debe ser tenido en cuenta pues lo 
hacen, reitero, sin cobrar como funcionarios estatales. 


En consecuencia, como primer punto estamos pidiendo la equidad mediante la homologación del 
IVA con el del resto de los medicamentos. 


En segundo término, queremos señalar que el artículo 164 de la actual Rendición de Cuentas 
establece un gravamen al registro y control permanente de productos veterinarios. Dicha tasa, que se creó 
en 1997, nunca fue cobrada y en este artículo se plantea que será cobrada, sin intereses ni recargos, por el 
período que va del 1%? de enero de 1997 al 31 de diciembre del 2006. Como ustedes saben, una tasa es 
diferente de un impuesto, ya que implica una contraprestación por parte del Estado lo que, en el período 
señalado, no se concretó. Por lo tanto, pensamos que la disposición no se ajusta a Derecho, no es correcta 
y grava injustamente a los veterinarios por una tarea que el Estado no desarrolló. Esta tasa está destinada 
al control de medicamentos a cargo de la Dirección de Laboratorios Veterinarios, Laboratorio “Miguel C. 
Rubino”, que funciona en la órbita del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Hay otros productos de 
uso animal no controlados por este Laboratorio que no son alcanzados por esta tasa. Por otro lado, la 
misma se aplica a todos los comercios veterinarios, sean grandes o pequeños; eso hace que los que 
tenemos clínicas veterinarias y facturamos alrededor de $ 300 diarios paguemos lo mismo que los grandes 
supermercados que facturan sustancialmente más que nosotros. 


Por otro lado, pensamos que esta tasa tiene que estar acorde con lo que tendríamos que pagar, 
ya que no podemos estipular los mismos aportes de una institución que factura sustancialmente más de lo 
que nosotros pagamos. 


SEÑOR OCAMPO.- Quería realizar algunas puntualizaciones a las que ya se refirió el doctor Morón. 


Este reclamo que estamos haciendo data del año 1985. Lo que solicitamos es que no se nos 
excluya más del área de la Salud Pública. En este sentido, quiero hacer referencia a las actas realizadas 
durante el homenaje a los 100 años de nuestra Asociación, donde claramente esta definido por todos los 
sectores políticos, en una comprensión buena hacia lo que es la profesión veterinaria, no solamente lo que 
tiene que ver con la Salud Pública -salubridad y bromatología- sino también el contacto con el 
asesoramiento permanente en lo que respecta a las enfermedades trasmisivas. Ello se puede encarar 
desde muchos puntos de vista, como ciudadano, como universitario y como profesional, al decir de 
Cassinoni. La concesión previsional y comercial de la profesión liberal -que es a la que tenemos acceso a 
través de la Sociedad de Medicina Veterinaria para generar nuestras reivindicaciones- en la actualidad se 
encuentra frente a una grave desregulación, a un crecimiento de las matrículas y a una ONG que, en el día 
de hoy, me enteré va a ser gravada y a servicios públicos que limitan y, sobre todo, compiten con el 
ejercicio liberal. El veterinario es un ser naturalmente solidario y, fundamentalmente, ha convivido en las 
zonas suburbanas, periféricas o con el Montevideo rural donde, incluso, hay pequeños productores, donde 
siempre ha sido extremadamente solidario. En lo que respecta al tema previsional de los profesionales 
liberales -no quiero dar muchos datos- voy a citar un ejemplo. Una persona de 54 años -como es mi caso- 
optaba de categoría por un sueldo ficto de $ 27.000 aportando al Fondo de Solidaridad, que debería ser 
regulado y no eterno, cumpliendo con el acto solidario de aportar para quienes no tienen y puedan pasar 
por la Universidad. En realidad, creemos que se debe quitar el adicional del Fondo que fue agregado en el 
año 2002 para la Universidad por el Ministro de la época, doctor Atchugarry, debido a la situación 
coyuntural que se atravesó. 


Además, también tenemos determinados reclamos para realizar en el sentido de que quisiéramos 
estar representados en la Comisión Asesora de la Dirección General Impositiva. Esto surge a raíz de una 
reunión con esa Dirección, en la que en materia de profesión veterinaria, insumos y todo lo que hace a la 
parte de medicamentos, honorarios y materiales tecnológicos no existe un asesoramiento real en este 
sentido. Por este motivo, reclamamos nuestra presencia en la Comisión Asesora de esa Dirección en lo 
que hace a la parte tributaria. 


En definitiva, solicitamos la justificación de lo que ustedes decidan. Hemos trabajado con el 
Departamento de Tributación, precisamente, con el contador Eibe, previo a esta nueva cultura -tal como la 
definió la señora Presidenta de esta Comisión, señora Senadora Topolansky- del Impuesto a las 
Retribuciones Personales que va a tener que someterse a mucha experiencia, aunque este no es el 
problema. El problema fundamental que tenemos nosotros es que, primero, debemos rescatar el área de la 
salud y luego homologarnos en el aspecto impositivo. Actualmente, en el marco de que el Parlamento se 
preocupa por el bienestar animal y por la protección y la seguridad animal, me pregunto por qué una 
persona tiene que pagar el 22% de un honorario, que solamente encarece, pues es un descuento para 
gente finalista y queda un 22% más a nivel de vacunas que están previniendo enfermedades 
infectocontagiosas trasmisibles a humanos, que son zoonosis. Además, quisiera saber por qué un 
medicamento -en el caso de un antiparasitario- tiene que pagar también un 22% por el sólo hecho de ser 
para un área de animales de compañía. 


La Sociedad de Medicina Veterinaria tiene 100 años y, en lo personal, he acudido a este ámbito 
desde 1985, por lo que me ha tocado participar en todas estas instancias prácticamente desde hace 22 
años. Lo que les solicitamos es que por primera vez, luego de que ustedes evalúen nuestra propuesta, nos 
contesten por sí o por no, pero que tengamos una respuesta verdadera. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece justo que se conteste por sí o por no. No sé si los integrantes de 
esta delegación quieren redondear el tema, pero debo decirles que el tiempo del que disponemos es muy 
acotado y ya está esperando la siguiente delegación. 


SEÑOR MORON.- Simplemente les decimos que les haremos entrega de una carta donde se explica todo 
este tema y esperamos que ustedes lo tengan en cuenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Todo el material que nos dejan las delegaciones es distribuido entre los señores 
Senadores y, en el momento de discutir los artículos que corresponden, lo incorporamos en el debate. 


Agradecemos la presencia de la Asociación de Medicina Veterinaria del Uruguay. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Medicina Veterinaria del Uruguay) 
(Ingresa a Sala la Asociación de Funcionarios de Impositiva) 


Damos la bienvenida a la Asociación de Funcionarios de Impositiva, quienes nos darán su punto 
de vista en torno a algún aspecto de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal. 


SEÑOR GOMEZ.- Muchas gracias por recibirnos. Soy el Secretario del Sindicato de Impositiva. 


Tenemos tres temas para plantearles y, pese al escueto tiempo del que disponemos, trataremos 
de ser concretos. 


El primer tema refiere a una regularización escalafonaria de 60 funcionarios que se omitió incluir 
en el proyecto de ley. 


El segundo tiene que ver con la situación de más de 250 profesionales que revisten bajo 
contratos a término en la DGI, con toda una situación problemática que ello implica. Por último, está lo 
relativo a la redacción del artículo 64, sobre lo cual expondremos más adelante. 


En lo personal, voy a hacer referencia al primer punto, que está vinculado con el no cumplimiento 
de lo estipulado por el Decreto 486/06, que estableció la inclusión de la reestructura en la próxima instancia 
presupuestal. Uno de los motivos que originó esa reestructura fue la necesidad de regularizar la situación 
de, aproximadamente, sesenta funcionarios que, desde 1998, han obtenido título profesional u otro y, sin 
embargo, no revistan en los escalafones correspondientes, con el consecuente perjuicio que ello implica 
para su carrera funcional. Cabe destacar que esta reestructura no tiene ningún costo en tanto ya 
percibimos el salario que corresponde, según lo dispuesto por el Decreto 166 que es el que instauró el 
régimen de exclusividad en la Dirección General Impositiva. 


Por lo tanto, lo que se persigue es solucionar un tema a la carrera funcional de estas personas 
que han sido largamente perjudicadas. 


Finalmente, vale destacar que hemos traído un proyecto de aditivo para incluir en el texto de la 
Rendición de Cuentas, junto con los anexos que establece la estructura de cargos proyectada y que fuera 
aprobada por el mencionado decreto. 


SEÑORA DELGADO.- El motivo de nuestra visita, además del que señalaba mi compañero es, 
básicamente, poner en conocimiento del Parlamento la situación excepcional que vive el organismo en lo 
que tiene que ver con sus recursos humanos. En tal sentido, hay cerca de trescientos profesionales que 
prestan funciones en la Dirección General Impositiva y que están vinculados mediante un régimen de 
contrato de trabajo a término. Eso hace un poco excepcional la situación con respecto al resto de la 
Administración Central, donde el número es sensiblemente menor. Como ustedes sabrán, se trata de un 
contrato precario que establece una duración en el tiempo y, además, prevé una indemnización por 
despido. Asimismo, podemos decir que es un contrato cercenador de derechos bajo la órbita del régimen 
privado, no da al funcionario la posibilidad de acogerse al Estatuto del Funcionario Público ni de desarrollar 
la carrera administrativa. Además de ser impactante el número, en términos absolutos, debemos tomar en 
consideración que son más de la mitad de los profesionales que tiene la Dirección General Impositiva bajo 
este régimen contractual. 


Por otro lado, esta situación se ve agravada con el artículo 16 del proyecto de ley que remitiera el 
Poder Ejecutivo al Parlamento. Esa disposición prevé que el 31 de diciembre de 2009 cesan todos los 
contratos de trabajo a término de la Administración Pública, con lo que tenemos que al 1? de enero de 2010 
cerca de trescientas personas quedarán, automáticamente, sin trabajo. A juicio de AFI, el artículo responde 
a una decisión política adecuada en tanto implica una condena a este tipo de figura contractual que, dada 
la derogación del artículo 10 de la Ley N* 17.930 relativa a la prohibición del ingreso a la función 
pública, no puede mantenerse. Sin embargo, el artículo 16 no prevé una solución en concreto para el 
problema. 


Cabe destacar que estos profesionales ingresaron a la Dirección General Impositiva mediante 
concurso público de oposición y méritos, incluso, con la mediación de la Universidad de la República. Se 
trata de profesionales que desempeñan tareas que no son eventuales ni zafrales, sino permanentes, 
idénticas a las del resto de sus compañeros. En consecuencia, hoy en la Dirección General Impositiva 
tenemos funcionarios de primera categoría y otros de segunda categoría, con regímenes de trabajo muy 
distintos. 


A su vez, el Director General de Rentas ha sostenido públicamente que la Dirección General 
Impositiva no puede funcionar sin estos profesionales. Por su parte, las autoridades del Ministerio de 
Economía y Finanzas también están preocupadas por las derivaciones de este artículo 16. 


Por lo expuesto, AFI y COFE pedimos al Parlamento que provea una solución legal a este 
problema, para lo cual traemos un artículo tentativo. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR POMATTA.- Los señores Senadores tienen a consideración el artículo 64, el cual, francamente, no 
sabemos para qué está incluido en este proyecto de ley. 


El artículo dice cómo deberá interpretarse el costo que tiene el sueldo de los funcionarios de la 
Dirección General de Impositiva. Es nuestra preocupación saber, más allá de que este artículo sea o no 
eliminado, para qué está incorporado en el proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR VAILLANT.- Se trata del artículo 67, que es el 64 de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR POMATTA.- En realidad, lo que nos inquieta de esta norma es que estamos en un proceso de 
negociación colectiva, buscando destrabar una dificultad que tenemos con el organismo, originada luego 
del Decreto N* 166 que reglamenta la ley de la dedicación exclusiva. Estamos intentando adecuar la 
remuneración a una nueva realidad institucional y en el medio de esa discusión aparece este artículo que 
puede neutralizar o favorecer -no lo sabemos- la discusión que tenemos en el organismo y en el sistema de 
negociación colectiva entre los trabajadores del sector público y las autoridades que, como los señores 
Senadores saben, tiene varios niveles. Entonces, si ustedes tienen una respuesta, nos gustaría escucharla; 
de lo contrario, cuando llegue el momento de examinarlo sepan que no hemos entendido la presencia de 
este artículo. A veces lo que abunda no daña, pero nos complica. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Queremos informar a los representantes de la Asociación de Funcionarios de la 
Dirección General Impositiva que estamos en la etapa de recibir delegaciones, por lo tanto, todavía no 
hemos iniciado en Comisión la discusión del articulado; estamos escuchando las observaciones, los 
aportes y las modificaciones propuestas al proyecto de ley. Ahora bien, si tienen un informe con las 
modificaciones que quieren introducir, sería bueno que lo entregaran para su estudio en la Comisión. 


SEÑOR LONG.- Me parece relevante todo lo expresado sobre el tema. ¿Estas personas que han sido 
contratadas a término, están vinculadas al comienzo de la aplicación de la Reforma Tributaria o es, 
efectivamente, una función que tiene carácter permanente, fuera de este momento particular? 


SEÑORA DELGADO.- Estos profesionales ingresaron al organismo en el 2003 ó 2004 y hubo algún 
ingreso también en el 2006. Fueron distribuidos entre las distintas Divisiones: Fiscalización, Grandes 
Contribuyentes y Dirección General. La subcontratación no está atada a la implementación del nuevo 
sistema tributario. Para atender la nueva necesidad de este nuevo sistema la Dirección General de 
Impositiva contrató becarios o pasantes con tareas eventuales atadas a la implementación de este nuevo 
sistema. En cuanto a estos casi 300 profesionales, no es así, vienen cumpliendo funciones desde el año 
2003 y su tarea no está atada a la Reforma Tributaria, realizan tareas esenciales del organismo, al igual 
que el resto del personal: informáticos, inspectores, abogados o asesores y todos entraron por concurso de 
oposición y méritos como lo dije anteriormente. Quiero decir, también, que en este momento la Dirección 
General Impositiva se encuentra formalizando un expediente para poner en conocimiento de esta situación 
a la Oficina Nacional del Servicio Civil y a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Parece que, dada la 
implementación del nuevo sistema tributario, se hace imprescindible dotar a la DGl de recursos humanos. 
Planteo esto, porque es uno de los organismos pilares en la implementación de dicha reforma y sería un 
poco contradictorio darle al organismo esta responsabilidad tan grande y no dotarlo de los 
correspondientes recursos humanos de una manera estable. Además, cada vez que se tienen que 
prorrogar estos contratos -aclaro que se prorrogaron ya tres veces- se le están generando costos al 
Estado, porque el expediente tiene que circular por varios organismos, como la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y la Contaduría General de la Nación. También, 
hay demoras, porque la prórroga no es automática. A modo de ilustración quiero señalar que ahora hay 
tres tandas, lo que significa que en lugar de un expediente habrá tres o cuatro. 


Entendemos que la situación es insostenible, porque estamos hablando de que más de la mitad 
de profesionales -no sólo en términos absolutos- están ejerciendo sus funciones bajo ese régimen. Esto no 
pasa en ningún otro lugar del Estado, donde quizás podamos encontrar 12, 11 u 8 profesionales en esa 
situación 


Pensamos que las autoridades tienen que ser conscientes de la particularidad que tiene el 
organismo en este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si ningún señor Senador va a hacer uso de la palabra, me gustaría formular una 
pregunta. Quisiera saber si este punto no fue contemplado cuando se hizo la reestructura de la DG|l. 


SEÑORA ABIN.- Los artículos 7% y 8% de la Ley N* 17.930 instauraron el mecanismo de las comisiones 
paritarias; se reguló automáticamente a aquellas personas que estaban vinculadas a la Administración 
Pública desde antes del año 2001, pero después se previó el mecanismo de las comisiones paritarias para 
estudiar cada situación. En ese momento, AFI participó de la comisión paritaria que se creó en el seno del 
Ministerio de Economía y Finanzas -Inciso 05- y abogó, básicamente, por la inclusión de estas personas en 
el régimen de contratos de función pública. En definitiva, lo que pasó en ese momento fue que las 
autoridades del Ministerio entendieron que no se cumplían los requisitos del artículo 7*. Si bien se trataba 
de un régimen de subordinación y las tareas eran permanentes y típicas de un funcionario público, se 
entendió que el vínculo no estaba desvirtuado -se hizo una ecuación vínculo desvirtuado - contratos 
vencidos- pues los contratos estaban vigentes. Así se llegó a la conclusión de que no se daba ese 
requisito. 


En cuanto a la reestructura que tuvo la DGI quiero señalar lo siguiente. En el año 2005, cuando se 
implementó el Decreto N* 166, que reglamentó al artículo 2? de la Ley N* 17.706, de mejora de gestión, 
muchos profesionales de la DGI -estamos hablando de más de cien profesionales que ocupaban 
puestos clave del organismo- optaron por ser redistribuidos para no quedar bajo el régimen de dedicación, 
incompatibilidad y régimen de desempeño en exclusividad. Entonces, la DGI, reitero, perdió más de cien 
profesionales. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación de la Asociación de Funcionarios de Impositiva por 
haber concurrido. 


Informo que el material que nos han suministrado, luego será distribuido. 


(Se retira de Sala la Asociación de Funcionarios de Impositiva) 
(Ingresan a Sala los representantes de SOWITEC) 


La Subcomisión de Audiencias recibe a la delegación de SOWITEC Uruguay S.A., Desarrollo de 
Proyectos de Generación Eólica. 


Queremos decirles que tiene diez minutos para exponer su planteo a esta Subcomisión de la 
Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda. 


SEÑOR PAGLIANO.- Trabajo en la empresa SOWITEC Uruguay $. A., que es filial de la empresa alemana 
SOWITEC Proyect, que está dedicada al desarrollo de proyectos de generación eólica. Hace 
aproximadamente un año comenzaron los trabajos acá en Uruguay y en abril de este año se inauguró la 
oficina en Montevideo para seguir con el desarrollo de proyectos dentro del país. 


Uno de los puntos que se necesita tener solucionado al momento de encarar el desarrollo de los 
proyectos es la vinculación con los propietarios de los predios donde se van a establecer los mismos. Para 
ello, el arrendamiento debe cubrir un plazo acorde a lo que son las necesidades de desarrollo de este tipo 
de proyectos. Normalmente, la ecuación económica toma un sentido positivo a partir de los 18 ó 20 años, 
en función de lo que es la amortización del costo de los equipos, ya que cerca del 85% de inversión en 
estos proyectos se realiza “a priori”. Luego hay costos de mantenimiento y operativos, pero el grueso de la 
inversión se realiza al momento de la instalación. Eso hace necesario que para este tipo de 
emprendimientos se prevea un plazo de arrendamiento de por lo menos 25 años, porque el desarrollo del 
proyecto -que incluye estudio de velocidades de vientos, de la topografía en la zona circundante y de cómo 
afecta la productividad- lleva entre dos a tres años, en los cuales se tramitan las autorizaciones 
ambientales, los permisos de las intendencias correspondientes, etcétera y si hubiera algún percance 
podríamos hablar de un plazo mayor. Después de todo eso y aprobado finalmente el proyecto, se 
necesitarían unos 20 años, por lo que llegaríamos a los mencionados 25 años. 


A continuación, el doctor Schneckenburger hará mención a la legislación vigente y explicará 
cómo se podría adaptar para amparar nuestra solicitud. 


SEÑOR SCHNECKENBURGER.- Como los señores Senadores sabrán, nuestro Código limita los 
contratos de arrendamiento a 15 años. En un “aggiornamento” que se hizo algunos años atrás, el propio 
Código estableció una excepción al plazo máximo de 15 años para los arrendamientos de todo tipo de 
contratos, llevando ese plazo a 30 años para las represas de agua. Evidentemente, los montos de 
inversión que mencionaba el ingeniero, así como los plazos de amortización, hacen necesario actualizar 
algo que fue previsto para fines del siglo XIX y principios del siglo XX, pues las cosas han cambiado 
demasiado. Además, creo que hay otra excepción prevista para la forestación, lo que demuestra que la 
propia legislación uruguaya está mostrando síntomas de la necesidad de “aggiornarse” en este aspecto. 


Creemos que éste es un tema vital, de fundamental importancia, pues el hecho de no contar con 
un plazo mínimo, por decirlo de alguna manera -que sería ideal que fuera de 25 años, aunque podríamos 
estar hablando de 30 años:-, lleva a que se ponga en tela de juicio una inversión que es significativa para el 
país y que, en alguna medida, terminará con la dependencia que existe con relación a los combustibles 
importados. Todo esto conlleva un riesgo mínimo y, realmente, no hay ningún otro tipo de problema que se 
pueda avizorar con esta modificación. 


En definitiva, estamos hablando de un cambio muy sencillo, que puede hacerse por la vía de una 
modificación al propio Código o por una norma que se introduzca ahora en la propia Ley de Rendición de 
Cuentas y que modifique el plazo máximo establecido en el artículo 1782 -si no me equivoco- del 
mencionado Código. 


Básicamente, esto es lo que planteamos. La realidad es que está en manos de los señores 
Senadores el poder habilitar la continuación de este proyecto que se está iniciando. 


SEÑOR BARAIBAR.- Ante todo, aclaro que seré breve, en razón del tiempo. 


Dado que el tema expuesto por la delegación que nos visita es de gran actualidad, me gustaría 
que se profundizara un poquito en él explicando, por ejemplo, cuál es la empresa, cuánto hace que está 
instalada y cuál es el desarrollo y las experiencias concretas que se han tenido. 


SEÑOR VAILLANT.- En lo personal, considero que el planteo es absolutamente razonable, pero tengo una 
pregunta que no puedo dejar de hacer: ¿por qué se hace esta propuesta en oportunidad de la discusión de 
la Rendición de Cuentas, cuando es clarísimo que no es un tema presupuestal? 


SEÑOR LONG.- Por nuestra parte, conocemos la preocupación que existe en esta Dirección en torno al 
tema de los generadores eólicos y compartimos totalmente la idea de que se trata de una cuestión que hay 
que resolver. 


Sin embargo, la duda que nos surge con relación a la redacción que se propone tiene que ver 
con la manera en que se puede precisar esto para que, efectivamente, estemos en el caso; me refiero al 
hecho de que el predio que se exceptuaría de ese plazo de arrendamiento o al que se otorgaría un plazo 
mucho mayor, efectivamente esté destinado a la producción eólica. Cabe acotar que aquí se habla de 
producción eólica industrial, aspecto éste que también habría que definir. Pero, además, hay que 
considerar el tema del porcentaje del predio; ¿qué sucedería si fuera un inmenso solar donde, en una 
pequeña parte, se instalara un generador eólico? Me parece que habría que trabajar un poco más en este 
tema; podría decirse que se deja a la reglamentación, pero también eso sería algo peligroso. En definitiva, 
convendría que existiera mayor precisión en el término. 


SEÑOR PAGLIANO.- Comienzo por intentar responder a la inquietud planteada por el señor Senador 
Baráibar. 


La empresa es, en Alemania, la más antigua de las creadas en forma personal; fue fundada por 
el ingeniero aeroespacial Frank Hummel en el año 1995, mediante la instalación de su primer parque 
eólico. 


Actualmente, ya se han instalado más de veinte parques eólicos en aquel país y unas sesenta 
turbinas individuales, superando los 100 megavatios instalados. Por lo tanto, el know how que tiene la 
empresa en esta área es abundante, además de contar con técnicos especializados en la materia, como 
por ejemplo, el ingeniero suizo Thomas Schulthess, que desde hace veinticinco años trabaja en el tema y 
se encarga de las operaciones en América Latina. Es importante destacar que la empresa tiene contratado 
un ingeniero ambiental, a fin de contemplar todo el tema de los impactos y las adecuaciones, así como 
también geógrafos que se dedican a realizar todos los estudios de topografía y vientos. A su vez, la 
empresa ya tiene establecida su oficina en Montevideo, la que está ubicada en la calle Gral. Luna esquina 
Zapicán. 


Por nuestra parte, tenemos intención de desarrollar varios proyectos, pero aquí es importante 
puntualizar que no todos los proyectos que se inician logran su culminación. Digo esto, porque existe cierto 
tipo de imprevistos que pueden hacer que los proyectos queden truncados por una habilitación o permiso 
no otorgado. Por lo tanto, lo que manejamos como idea es que haya una relación de tres a uno; esto es, 
desarrollar nueve y terminar tres. Asimismo, nuestra intención es encarar doce proyectos de mediano porte, 
que tengan entre 20 y 30 megavatios y uno o dos proyectos, de entre 100 y 200 megavatios, para el 
mediano plazo. 


Con respecto a la pregunta formulada por el señor Senador Vaillant, debo decir que el proceso 
que seguimos fue el de presentar la inquietud ante la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y 
Servicios de la Cámara de Senadores, donde se propuso la posibilidad de incluir esta modificación en el 
presente proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 


SEÑOR VAILLANT.- Eso fue así como una forma de agilizar el trámite. 


SEÑOR PAGLIANO.- Exacto. Al mismo tiempo, se sugirió presentar esta inquietud ante esta Subcomisión 
de Audiencias y así fue que procedimos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa quiere proponer que se reparta entre los señores Senadores la versión 
taquigráfica de la sesión de la Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios a la que 
asistieron los representantes de la empresa Sowitec, a efectos de contar con dicha información. Me acota 
la Secretaría que se ya se realizó dicho repartido. 


SEÑOR PAGLIANO.- Con relación a la inquietud del señor Senador Long, debemos señalar que para la 
creación del proyecto se pueden establecer determinados plazos máximos -por ejemplo, diez años-, una 
vez iniciada la relación de arrendamiento. Esto en cuanto a la parte de construcción. El tiempo que 
manejamos es de 10 ó 12 años por las incertidumbres de la viabilidad de la inversión, porque esto es algo 
que no se puede hacer en el momento. 


En lo que tiene que ver con la extensión, es necesario amparar una zona de protección contra 
eventuales interferencias del viento, tales como silos o altas construcciones, que pueden variar el flujo del 
viento. Esto es parte integral de los contratos de forma que si ponemos determinado arreglo de distribución, 
necesitamos dos o tres kilómetros circundantes en los que no se haga innovación que perjudique a la 
producción eólica. 


Quedamos a las órdenes de los señores Senadores para analizar más en profundidad el tema y 
buscar soluciones al respecto. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La versión taquigráfica de esa sesión de la Comisión, nos ilustrará más sobre la 
problemática que ustedes están planteando. 


La Subcomisión de Audiencias les agradece su presencia en este ámbito. 


(Se retiran de Sala los representantes de Sowitec Uruguay S.A. Desarrollo Proyectos Generación 
Eólica) 


(Ingresan a Sala los representantes del Centro Militar y otras Asociaciones Militares) 


La Subcomisión de Audiencias da la bienvenida a los representantes del Centro Militar y otras 
Asociaciones Militares, quienes realizarán un planteo con relación al proyecto de ley de Rendición de 
Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal que se encuentra a estudio del Senado. 


A los efectos de hacer su exposición, dejamos en uso de la palabra al señor Presidente del 
Centro Militar, General Pirez. 


SEÑOR PIREZ.- En primer lugar, quisiera presentar a quienes me acompañan, que son el General 
Galarza, Presidente del Círculo Militar; el Coronel Monesiglio, Presidente del Centro de Oficiales Retirados 
de las Fuerzas Armadas; el Coronel Fros, Presidente del Centro de Pasividades de las Fuerzas Armadas; 
el Coronel Silva, Presidente de la Cooperativa de Ahorro de las Fuerzas Armadas; el Coronel Reboledo, 
Presidente del Club de la Fuerza Aérea y el señor Correa Luna, que es nuestro asesor. 


En virtud del poco tiempo de que disponemos para hacer nuestra exposición, que es bastante 
larga y a los efectos de no obviar ningún elemento importante a nuestra consideración, hemos decidido 
confeccionar un documento que constituye un complemento de un memorando que, oportunamente, 
hicimos llegar a esta Comisión. Entonces, si me permiten, en nombre de los distintos centros sociales por 
nosotros representados, voy a dar lectura al documento antes mencionado. 


Allí decimos que: Como representantes de los distintos centros sociales que nuclean al personal 
militar en actividad y retiro de las Fuerzas Armadas, hemos gestionado esta audiencia, a los efectos de 
solicitar que se modifique en el Proyecto de Ley de Rendición de Cuentas de 2006 el contenido de varios 
de sus artículos que, a nuestro juicio, van a afectar considerablemente la organización de la institución 
armada. Aclaro que no venimos en representación de las Fuerzas ni pretendemos hacerlo, pues éstas 
tienen en sus mandos a sus representantes naturales, a quienes hemos apoyado permanentemente, sin 
interferir en su conducción. Somos, ciertamente, voceros de un amplio sector de militares de ayer y de hoy 
que, al igual que sus familias, siempre han considerado a ciertas dependencias del área militar como una 
verdadera prolongación de su núcleo familiar, como es el caso de los servicios de Tutela Social y de 
Sanidad Militar, entre otros. 


Queremos aclarar que tampoco venimos a solicitar mejores remuneraciones para el personal 
militar, porque somos conscientes de que ésta, por el momento, no es una prioridad para la actual 
Administración, a pesar de que es evidente que un altísimo porcentaje de sus integrantes se encuentra por 
debajo de la línea de pobreza y que el resto dista mucho de recibir remuneraciones dignas, acordes con 
sus obligaciones y responsabilidades. No obstante, sí nos preocupa que se proyecte modificar la estructura 
misma de la organización militar, facultando al Ministerio de Defensa Nacional a autorizar el pasaje del 
Escalafón K a escalafones de personal civil. Ésta, junto a otras medidas también propuestas están 
destinadas, a nuestro juicio, a incentivar al personal equiparado para que opte por el cambio propuesto. 


En el caso de la Dirección General de Sanidad de las Fuerzas Armadas, la medida proyectada 
afectará, incluso, la doctrina de empleo de los medios sanitarios, donde se prevé, para un eventual 
conflicto, la articulación de un sistema sanitario que comprende, en un posible teatro de operaciones, 
desde los puestos de socorro avanzados hasta el propio Hospital Central de las Fuerzas Armadas, donde 
su personal, como ocurre en todos los países, debe estar sujeto a las normas militares en sus respectivos 
escalones. 


Si bien se puede argumentar que no existe la posibilidad real de un conflicto armado en el corto 
plazo, no debe descartarse la ocurrencia de otros tipos de conflictos que, de hecho, ya se están 
insinuando, así como situaciones de emergencia que requieran una atención médica específica, 
disciplinada, oportuna y efectiva. 


Desde la época fundacional ya existía una diferencia entre la medicina militar y la civil, pasando 
desde los asilos de inválidos para militares y de caridad para indigentes, hasta que en 1898 se crea la 
Junta Nacional de Higiene, donde se inicia la denominada Policía Sanitaria, encargada del control 
preventivo de la salud para toda la población, excepto para los militares. 


En 1888, a través de una colecta entre Oficiales y personal subalterno, se crea la Comisión de 
Asilo de Inválidos, verdadero embrión del actual Hospital Militar, el que es estatizado bajo el Gobierno del 
doctor Claudio Williman. 


De esta manera, se remarca desde el comienzo la diferencia entre la medicina militar y la civil, 
que en nuestros días se sintetiza en la denominada Medicina Operacional para el Tratamiento de las 
Diferentes Patologías que se dan en el ámbito operacional de las distintas Fuerzas, siendo altamente 
especializada, particularmente la medicina aeroespacial y de buceo. 


Recordemos también que desde su fundación a nuestros días, el servicio sanitario de las 
Fuerzas Armadas constituye un verdadero ejemplo de solidaridad desde el punto de vista social, en el cual 
sus usuarios aportan mensualmente un porcentaje de sus respectivas remuneraciones. 


Las distorsiones que provocaría el contenido de la proyectada Rendición de Cuentas en materia 
de organización y funcionamiento, están contenidas con más detalles en el memorando que hiciéramos 
llegar a esta Subcomisión, pero que por su trascendencia aquí sólo reiteraremos algunos de esos 
aspectos, como por ejemplo lo confuso que resulta la redacción del artículo 118, en donde se otorga al 
jerarca la discrecionalidad para efectuar los cambios mencionados en el Escalafón K), estableciéndose en 


forma textual que la medida se aplicará, según corresponda, en los casos en que el tipo de función lo 
permita y sea conveniente para la gestión de la unidad ejecutora. Creemos que se debe referir a algunos 
cargos determinados, pero si se mantiene la actual redacción habilitaría a que se aplicara a cualquiera que 
integre el Escalafón K), desde el Soldado al Teniente General, por lo cual sería conveniente aclarar a qué 
Programa se refiere. 


De aprobarse tal como figura en el proyecto de ley, su implementación provocaría un verdadero 
caos que podría comprometer seriamente la gestión de las Fuerzas y, en particular, de los Servicios, hasta 
hacerlos prácticamente inviables; seguramente no es eso lo que se pretende. Se darían en la práctica 
situaciones como las que en una misma repartición militar revistarían juntos personal subalterno y militar, 
cumpliendo horarios diferentes, con sueldos distintos, unos que pueden entrar de guardia y otros no. 
Además, a unos se les puede sancionar por simple acción de mando del superior y otros a los cuales se les 
deba iniciar un sumario administrativo. 


Entre otras situaciones, basta pensar en el personal de sanidad o personal técnico, llamado a 
integrar contingentes que deban participar en algún área de conflicto, en tareas de búsqueda y rescate o 
evacuaciones médicas en condiciones extremas, donde la disciplina es la diferencia entre el éxito y el 
fracaso, entre la vida o la muerte. 


En este proyecto de ley de Rendición de Cuentas se incluyen además otras modificaciones que 
provocan preocupación, como por ejemplo lo propuesto en el artículo 122 mediante el cual se crean 10 
cargos civiles con altas remuneraciones, como Jefes de Divisiones y Departamentos, en el Programa 001, 
que hasta la fecha eran desempeñados por Oficiales Superiores, cuya función no requería gastos extras 
para el Estado. Esta medida resulta poco comprensible ya que ni se achica el Estado ni se reduce el gasto, 
sino todo lo contrario, lo que sólo se entiende si aceptamos que apunta a una politización en el seno del 
Ministerio de Defensa Nacional. A su vez, deja al descubierto una notoria falta de confianza en el personal 
superior de las Fuerzas Armadas que actualmente ocupan esos cargos. 


Asimismo, de la lectura de los distintos artículos que se proyectan en el Inciso 03, nos queda la 
sensación de que existiría la voluntad de acotar al máximo la gestión normal de las Fuerzas Armadas y de 
intervenir en los puntos más sensibles de su organización. En última instancia, debemos señalar que las 
Fuerzas Armadas no son más que un instrumento al servicio del Gobierno, que no tienen vida o autonomía 
propia ni son más que una de las herramientas a disposición de la conducción política del Estado para 
lograr o afianzar los fines u objetivos nacionales perseguidos. Cualquier medida que intente ir contra la 
integridad y cohesión, podría muy bien catalogarse como suicida, en particular en la actualidad, cuando 
determinados acontecimientos recientes, tanto nacionales como regionales, deberían encender una luz de 
alarma en el tablero de la conducción del Estado. 


Por lo tanto, se solicita el desglose del actual proyecto de los artículos 116, 117, 118, 119, 120, 
121, 122, 128 y 129, con la alta finalidad de permitir una consideración más exhaustiva y acabada de sus 
alcances y consecuencias. 


Nada más, muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La documentación que nos han remitido ya fue distribuida a los diferentes 
integrantes de esta Comisión. 


SEÑOR PENADES.- Justamente, en la oportunidad en que concurrió la delegación del Ministerio de 
Defensa Nacional, estuvimos conversando con el señor Subsecretario sobre los alcances de esta 
reestructura escalafonaria que se está solicitando que organice esta Rendición de Cuentas. Uno de los 
temas que más nos llamó la atención fue el de cómo lograr integrar este tipo de medidas dentro de las 
particularidades que reúne el Ministerio de Defensa, tanto en lo que es la Secretaría de Estado como en las 
unidades ejecutoras dependientes de la misma, especialmente de los tres Comandos: Ejército, Armada 
Nacional y Fuerza Aérea. 


En definitiva, me gustaría que con la experiencia que, sin duda, tienen los Oficiales y Generales 
retirados aquí presentes, profundizaran brevemente acerca de las consecuencias que piensan podría tener 
esta reestructura en el funcionamiento de la Dirección Nacional de Sanidad Militar y en el Hospital Central 
de las Fuerzas Armadas 


SEÑOR REBOLEDO.- Soy el Coronel Aviador Hugo Reboledo, Presidente del Club de la Fuerza Área. 


Con respecto a la interrogante planteada por el señor Senador Penadés, quiero decir que el 
Hospital Militar funciona dentro del sistema asistencial de salud, atendiendo a más de un 6% de la 
población perteneciente al sector público. En realidad, siendo el Hospital el elemento central, atiende tanto 
al personal militar como a su familia en todos los niveles asistenciales: primero, segundo y tercero. 
Funciona, además, como Hospital Universitario: tiene residentado e instrumentos de medicina altamente 
especializada. Con respecto a los trasplantes hepáticos se ha hecho, por ejemplo, un convenio con el 
Hospital de Clínicas. Posee, además, otros instrumentos tales como una sala blanca -que sólo hay en la 
sala de prótesis y en IMPASA- y es el único centro asistencial en nuestro país que posee un tratamiento de 
medicina hiperbárica, con una cámara hiperbárica que fue construida por el aporte que hicieron sus 
usuarios, a través de la Fundación Francisco Fernández Enciso. 


Con respecto al funcionamiento del Hospital en el área asistencial, podemos decir que contribuye 
a la salud general de la población y de los usuarios. Pero también debemos tener en cuenta que, tal como 
lo indicó el General Pírez, por aplicación estricta de la medicina operacional -en la cual el Hospital Central 
de las Fuerzas Armadas constituye el último nivel-, sus médicos, que rotan entre el Hospital y los diferentes 
servicios, policlínicas y centros asistenciales de las Fuerzas Armadas en los ámbitos de la medicina 
altamente especializada, deben permanecer bajo un mismo Estatuto jurídico a los efectos de permitir esa 
rotación, integrar los cuadros de los médicos militares de las Unidades, en el caso de la Fuerza Aérea, 
como medicina espacial para el tratamiento de las patologías relacionadas con el vuelo, en la Armada, para 
las patologías relacionadas con el trabajo de los buzos y en el teatro de operaciones o las maniobras en 
aquellas patologías derivadas de los presuntos conflictos que se pueden plantear, como actos de 
terrorismo en los que se puede incluir los ingredientes químicos o biológicos. No hablemos ya de ambiente 
nuclear, porque es altamente imposible que pueda ocurrir en nuestro país, pero lo demás sí se puede dar. 


Esos médicos van adquiriendo conocimiento en base a la experiencia, primero pasando por las 
policlínicas de las Unidades además de trabajar como médicos militares en el ambiente que les 
corresponde, pero también asisten a los familiares de los usuarios en los centros de primer nivel de 
tratamiento, es decir, en las Unidades del interior del país para aquellos pacientes que no pueden concurrir 
a Montevideo. Esos médicos, después de que van adquiriendo experiencia, pasan al Hospital Militar y 
continúan su carrera funcional adquiriendo la jerarquía de Jefes de Servicio o Jefes de Departamento, 
pudiendo llegar a las Direcciones Técnicas. Por eso, el médico militar tiene una carrera funcional. No 
podemos, pues, incluir dentro de la misma canasta huevos de diferente color. Nunca un médico que tiene 
un Estatuto diferente va a poder adquirir el conocimiento básico que se da solo para el médico militar. En 
una página de internet, de la revista de medicina militar cubana, hay una muy buena definición de la 
medicina militar y de la diferencia que existe entre el ámbito en el cual ésta se aplica y la necesidad y el 
porqué los médicos militares tienen características diferentes. 


SEÑOR PÍREZ.- Los médicos equiparados tienen una actitud espiritual que los hace formar parte de lo que 
nosotros llamamos “la familia militar”. Incluso, muchos son parientes de militares y, de esa manera, el 
funcionamiento se hace mucho más fácil. Pero con respecto a los civiles, también tenemos que pensar 
que, en lo que hace a la escala jerárquica, comparativamente con los militares, se va a generar un 
problema en el sentido de que, de pronto, alguno puede tener superioridad sobre un militar. Y creo que 
para mandar a un militar es necesario tener una experiencia prácticamente desde niño para aprender el 
funcionamiento de ese sistema. 


SEÑOR BARAIBAR.- En primer lugar, quiero señalar el hecho relevante -desde mi punto de vista- 
de la presencia de una tan distinguida delegación de militares retirados. Naturalmente, se trata de gente 
muy preocupada y sensibilizada por su experiencia, por todos los años de su vida que han dedicado al 
asunto militar y que hoy, frente a estas reformas, vienen a plantear sus inquietudes al ámbito apropiado, 


que es esta Comisión, con la presencia de representantes de todos los partidos políticos y con versión 
taquigráfica. Por lo tanto, todo lo que ustedes digan será absolutamente conocido, no solo por los que aquí 
estamos, sino también por todos los señores parlamentarios y por otras dependencias del Estado que 
tengan interés en el tema. 


Creo que vale la pena señalar este hecho que debería ser cotidiano, aunque, como sabemos, 
comienzo tienen las cosas. 


Por otro lado, quisiera hacer una pregunta muy breve para ubicarnos en el estado de deliberación 
de este tema. ¿Han concurrido a la Comisión de Presupuesto de la Cámara de Representantes o es la 
primera vez que son recibidos? 


SEÑOR PIREZ.- En la instancia de análisis en la Cámara de Representantes también pedimos audiencia, 
pero parecería que llegó fuera de tiempo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación el aporte realizado y les comunicamos que el 
material que aportaron ya ha sido distribuido. 


(Se retira de Sala la delegación del Centro Militar y otras asociaciones militares) 
(Ingresa a Sala la delegación de COFE) 


La Comisión de Presupuesto Integrada con Hacienda da la bienvenida a la delegación de COFE, 
que ha concurrido a efectos de realizar sus planteos con respecto a la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal que tenemos a consideración. 


SEÑOR BASANO.- En primer lugar, quisiéramos comenzar dejando constancia de que, una vez más, todo 
este proyecto de ley de Rendición de cuentas que fue enviado al Parlamento por el Poder Ejecutivo no 
contó con la debida negociación entre los trabajadores organizados y la Administración Central. 
Lamentablemente, no es la primera vez que esto ocurre; ya sucedió con la Ley de Presupuesto y con la de 
Rendición de Cuentas del año pasado, violándose así acuerdos y compromisos que se habían establecido 
con las autoridades del Poder Ejecutivo. 


En el mes de julio del año pasado, en el marco del conflicto que tuvimos por el ajuste salarial, 
hubo un compromiso por parte de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad Social 
en el sentido de que esta Rendición de Cuentas iba a ser ampliamente discutida con nosotros. Con motivo 
del ajuste salarial, el 11 de enero firmamos un acta que, en uno de sus puntos, establecía que COFE iba a 
ser escuchada en cuanto a propuestas e iniciativas a ser incluidas en la Rendición de Cuentas. 
Lamentablemente eso no fue así y no tuvimos oportunidad de discutir, así como tampoco de negociar los 
artículos que fueron incluidos, cuando muchos de ellos nos involucran directamente, porque afectan la 
escala salarial de los trabajadores y el nuevo sistema escalafonario. Realizada esta aclaración, quiero 
señalar que entre las propuestas y aspiraciones que tenemos para plantear -que figuran en una carpeta 
que hemos entregado-, queremos priorizar algunas. 


La primera de ellas tiene que ver con la presupuestación y con el ingreso de los contratos de 
función pública que hoy tenemos en la Administración Central. Como los señores Senadores saben, por el 
artículo 7” de la Ley N* 17.930, relativa al Presupuesto, COFE, en acuerdo con el Poder Ejecutivo, resolvió, 
a través de comisiones paritarias, la naturalización o regularización de miles de trabajadores que tenían 
relaciones contractuales precarias con el Estado. El compromiso en ese momento con el Poder Ejecutivo 
fue que en próximas instancias presupuestales se iba a atender la situación de estos contratos de función 
pública y se los iba a incorporar en el Presupuesto. Observamos con preocupación que en el artículo 10, tal 
como fue aprobado por la Cámara de Representantes, se prevén mecanismos de ingreso a la función 
pública -que nosotros compartimos, porque creemos que tienden a solucionar uno de los grandes 
problemas, cual es la falta de recursos humanos y la carencia de personal que tienen una cantidad de 
organismos-, pero no hay ninguna referencia explícita a la situación de estos cientos o miles de 


trabajadores que fueron regularizados. Es decir que se plantea que los ingresos a la función pública van a 
ser por contratos de un año, al cabo del cual, en caso de que no exista una evaluación contraria, pasarían 
a ser presupuestados. O sea que al año de ingresar, automáticamente pasan a ser presupuestados. 
Sucede que en esa disposición no se hace referencia ni mención a aquellos trabajadores que fueron 
naturalizados, regularizados por el artículo 7” de la Ley de Presupuesto y que cumplen funciones dentro de 
la Administración hace cinco, diez o quince años. Nos gustaría que esto quedara aclarado en la Ley. 


En cuanto a los ingresos también nos preocupa una referencia que hay en el artículo 21 del 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes, relativo a que se van a crear puestos 
presupuestados equivalentes a los contratos de función pública interinos, previstos por el artículo 43 de la 
Ley N” 18.046 de la anterior Rendición de Cuentas. Esto nos preocupa, porque el año pasado habíamos 
acordado un mecanismo para que no hubiera lesiones de derechos, para que esos contratos de función 
pública ingresaran por el grado más bajo de cada uno de los escalafones respectivos y, llegado el momento 
y en función de las reestructuras, se les diera la posibilidad de concursar sin ningún tipo de impedimentos. 


Reitero que es una preocupación, porque la redacción que se le dio al artículo 21 no nos queda 
clara. Aparentemente, se crearían cargos espejo de las funciones que hoy están desempeñando esos 
contratos de función pública y se les daría prevalencia en los concursos que se hicieran, tomando en 
cuenta capacidad, experiencia y antigiedad. Pensamos que esto podría llegar a generar lesión de 
derechos. 


Otra cosa que quiero señalar es que, como decíamos, estamos de acuerdo con el artículo 10 ya 
que, de una vez por todas, resuelve el tema de la incorporación de nuevos trabajadores a la Administración 
Pública. Estamos viendo con mucha preocupación que, de alguna manera, se está desvirtuando la 
Rendición de Cuentas pasada que definió claramente cuáles eran las funciones que debían cumplir cada 
una de las figuras contractuales dentro del Estado. Nos referimos a lo que son los contratos caché, 
becarios, pasantes, eventuales o zafrales. Hoy hay un ingreso a la Administración pública que vuelve a 
distorsionar lo que era la situación caótica que había allí, pues se está apelando a becarios, pasantes o 
caché para cumplir tareas de carácter permanente. Por lo tanto, nosotros pensamos que se está 
cometiendo una gran inequidad y se está atentando contra la eficiencia y el desarrollo de la gestión de los 
recursos humanos en el Estado. Es más, quisiéramos que existiera algún tipo de coto o de límite para esa 
situación actual porque, particularmente en el caso de los caché, se están tomando muchos para cumplir 
todo tipo de funciones, incluso a veces rozando la ilegalidad pues se contratan caché para cumplir tareas 
que no están previstas estrictamente en la ley, pagando cualquier tipo de salario y sin ninguna garantía en 
cuanto al ingreso, ya que no se concursa. 


Por otra parte, queríamos referirnos al Sistema Integrado de Retribuciones y Ocupaciones y, 
particularmente, a la escala salarial. Hay que destacar que no hemos podido opinar sobre el SIRO y, si bien 
hemos tenido una serie de talleres, de encuentros y se nos ha brindado información en dos o tres 
oportunidades, nunca hubo una negociación en serio en torno a esto que, para nosotros, es vital pues hace 
a la carrera administrativa de cada funcionario. Nosotros partimos de un punto de acuerdo con el Poder 
Ejecutivo, que es el diagnóstico actual de la Administración: es caótica, es rígida, es inflexible y, en materia 
salarial, está totalmente desvirtuado lo que percibe el trabajador por su función. A eso hay que darle 
solución y debemos decir que no estamos de acuerdo ni con la solución prevista por el Poder Ejecutivo, ni 
con los tiempos que se plantean. ¿Por qué decimos esto? Porque en el proyecto de Rendición de Cuentas 
se establece una nueva escala salarial, en la cual lo único que se contempla son los grados 
correspondientes al escalafón de conducción, es decir, los que van del 17 al 20. Y se establecen salarios 
interesantes, que van de $ 30.000 a casi $ 40.000, con lo cual no estamos en desacuerdo. Pero no se 
contempla el resto del sistema escalafonario, porque en el capítulo de simplificación o compactación 
salarial se prevén los sueldos básicos, del 1 al 16 -ahora se le llama sueldo al grado- y, como habrán visto, 
los mismos son irrisorios, mínimos, pues para las 30 horas hay sueldos de $ 2.000 mensuales. 
Entonces, lo que nosotros planteamos es que, si vamos a construir una escala salarial, ¿por qué no una 
que realmente se corresponda con las tareas que realiza cada uno? Ese es el primer gran problema que 
nosotros presentamos. 


Los señores Senadores saben, tanto como nosotros, que hoy por hoy hay una cantidad de 
inequidades dentro de la Administración Central, no ya comparándola con los Entes Autónomos o con los 


Bancos, sino que dentro de la misma Administración ocurre que de un Ministerio a otro a veces se percibe 
un salario tres o cuatro veces mayor. Esto hay que resolverlo porque, de lo contrario, no hay SIRO que 
valga; si esto no se resuelve no puede haber eficiencia en el desempeño de las tareas dentro de la 
Administración Pública, si esto no se resuelve no se va a poder cumplir con el criterio -que puede llegar a 
ser muy justo- de la movilidad horizontal dentro de los organismos, dentro del Ministerio, pues la dirección 
va a ser una sola, es decir, hacia donde se cobra más, tal como ha ocurrido permanentemente en el 
pasado. Hoy ocurre que todos aquellos funcionarios que tienen la suerte de trabajar en un organismo 
recaudador cuentan con retribuciones mayores, mientras que quienes no poseen la posibilidad de echar 
mano a fondos extrapresupuestales cobran el salario mínimo. Pensemos que a nivel de la Administración 
Central hay sueldos de $ 4.000 y $ 5.000. 


Por lo expuesto, nuestro planteo tiene dos partes. En primer lugar, procura levantar la base del 
salario dentro de la Administración Central, situándolo en $ 8.180 por treinta horas semanales. 
Lógicamente, no se trata de una cifra casual, sino que representa cerca de un cuarto de la canasta básica 
familiar definida por el Instituto Nacional de Estadística y, además, tiene que ver con lo que el Poder 
Ejecutivo ha definido como el mínimo no imponible para la aplicación del Impuesto a la Renta de las 
Personas Físicas. 


Entonces, si el Estado considera que es un sueldo tan bajo que no debe ser gravado, nosotros 
pensamos que ningún funcionario público debe cobrar menos de esa cifra. Tenemos, aproximadamente, 
8.060 trabajadores en esa situación, en un universo de 31.000 funcionarios. El promedio salarial de 
aquéllos es de $ 7.750, según datos suministrados por la Oficina Nacional del Servicio Civil. 


En segundo término, nos interesa lo vinculado con el resto de la escala salarial. En ese sentido, 
pretendemos que se avance rápidamente en materia de corrección de inequidades, esto es, que se 
comience a dar pasos sustantivos en materia de equiparación. Sabemos que llevará mucho tiempo, que no 
es una tarea fácil y que tiene un costo. De cualquier modo, si no empezamos ahora, puede llegar a pasar 
mucho tiempo hasta que cumplamos con ese objetivo. Concretamente, proponemos que se utilicen todos 
los créditos disponibles en el Rubro O del Presupuesto Nacional, es decir, todas las partidas que no están 
afectadas, tales como horas extras, restos que han quedado de la mayor responsabilidad, del premio al 
desempeño y las economías generadas por las vacantes. Esta medida, que no es nueva puesto que se 
está aplicando, al menos, en un Ministerio, establece la creación de un fondo compensatorio nutrido con el 
5% de los fondos extrapresupuestales que perciba cada organismo. Este instrumento está aplicándose a 
nivel del Ministerio de Economía y Finanzas con bastante buen resultado, con la finalidad de nivelar 
salarios. Pues bien; nosotros queremos que sirva para nivelar salarios en toda la Administración Pública y 
no sólo en una Cartera. 


En consecuencia, podrán advertir los señores Senadores que no estamos planteando un 
incremento salarial para todos los trabajadores, sino que apuntamos, fundamentalmente, a levantar los 
sueldos sumergidos y a avanzar en función de la equiparación dentro de la Administración Central. Esto 
tiene que ver con la corrección de inequidades pero, sobre todo, con la eficiencia de la Administración. No 
vamos a poder desarrollar correctamente las tareas que se asignan a los trabajadores del Estado mientras 
no se resuelva este asunto. 


Lamentablemente, se perdió la oportunidad de los ajustes salariales puesto que fueron parejos 
para todos, con lo cual lo único que se logra es aumentar la brecha entre quienes ganan más o menos bien 
y aquellos que cobran bastante poco. Vale destacar que el Poder Ejecutivo coincide con este punto de 
vista. En las reuniones que mantuvimos como consecuencia de la negociación colectiva del Grupo A, varios 
voceros del Gobierno señalaron que están de acuerdo con un salario base y con la posibilidad de avanzar 
en la corrección de inequidades. Incluso, la Oficina Nacional del Servicio Civil tiene previsto algún 
mecanismo para trabajar en ese sentido. Reitero que el problema son los tiempos; si no aprovechamos la 
oportunidad de esta Rendición de Cuentas será muy lento el camino y, a nuestro juicio, no alcanzará con 
esta Administración ni con la que venga para resolver el problema. 


SEÑORA PRESDIENTA.- Quiero aclarar a la delegación de COFE que la Comisión, preocupada porque en 
la Cámara de Representantes no se discutió el tema del SIRO, formó una Subcomisión solamente para 


tratar este asunto, la que está trabajando con la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto y, por supuesto, tendrá en cuenta sus planteos. 


SEÑOR HEBER.- Me interesa hacer algunos comentarios y, quizás, alguna pregunta. 


Cuando la Comisión tuvo la oportunidad de contar con la presencia en sala del señor Ministro de 
Economía y Finanzas y del señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, una de las 
recriminaciones que le hicimos fue que el tema no había sido negociado antes de que el Poder Ejecutivo 
remitiera el proyecto de ley de Rendición de Cuentas. Consta en la versión taquigráfica que pregunté por 
qué no se había dialogado con el gremio, a lo que el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, 
profesor Enrique Rubio, respondió que eso no era así, que el diálogo se había restablecido y que ya nos 
íbamos a dar cuenta en el transcurso de la discusión de este proyecto de ley que nosotros estábamos 
equivocados. Ahora, nuevamente, la delegación expresa que no ha habido una negociación, un diálogo, 
con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto respecto de estos planteos del plan SIRO. 


Simplemente tomo nota de lo que acaba de decir la delegación de COFE, porque pensé que 
durante el tiempo transcurrido -mientras se discutió el proyecto de ley en la Cámara de Representantes, 
fue aprobado y vino al Senado-, quizás se había dado una instancia de negociación con COFE. Esa fue la 
impresión que tuve de los comentarios del Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, pero 
ahora nos estamos enterando de que no fue así, que no hubo una instancia de negociación. 


Esperamos tener la oportunidad de volver a hablar con el Ministro de Economía y Finanzas y con 
el Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto para saber qué está pasando. 


Estuve escuchando las propuestas y los análisis que hizo la delegación. En un momento 
hablaron de 30.000 funcionarios y dieron un porcentaje -que no pude retener y pido que lo repitan- que 
estaba por debajo de los $ 8.000 que están reclamando. Para nosotros esto es importante. Lo que 
queríamos saber es si en esos números se contempla a los funcionarios -supongo están descartados- de 
los Ministerios de Defensa Nacional y del Interior. Supongo que hablamos del universo de la Administración 
Central, sacando a las Fuerzas Armadas y al Ministerio del Interior. 


Simplemente quería aclarar los números, que me interesa retener, para saber cuál es el desafío 
que tenemos en esta Rendición de Cuentas. 


SEÑOR BASANO.- Tal vez no fui del todo claro cuando me referí a que COFE no ha tenido la posibilidad, 
la ocasión o la oportunidad de participar en la redacción de los artículos que integran esta Rendición de 
Cuentas. Fue así y lo reafirmamos; no hubo ninguna negociación al respecto. Somos conscientes de los 
roles que tenemos cada uno: los trabajadores defendemos nuestros intereses y el Gobierno, gobierna. Sin 
embargo, existía un acuerdo, un compromiso, en el sentido de que antes de que este proyecto fuera 
enviado al Parlamento se nos diera la oportunidad de pronunciarnos y trabajar en conjunto en los artículos 
que se iban a enviar, sobre todo, en los que nos afectan directamente. 


Debo decir que sí hubo conversaciones muy interesantes con los representantes del Poder 
Ejecutivo, pero con posterioridad al envío del Mensaje. Hemos conversado con el profesor Enrique Rubio, 
que participó -aunque en forma extraordinaria- del Grupo A de la negociación colectiva, que es al que 
pertenecemos. Asimismo, antes de ayer tuvimos una reunión con representantes de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y el Ministerio de Economía y Finanzas y volvimos 
a plantear lo que estamos exponiendo aquí. En líneas generales hay acuerdo, pero después no se 
instrumenta. Hay acuerdo en que una gran cantidad de salarios están muy sumergidos, en que hay que 
avanzar en la corrección de inequidades, en que el salario de grado contemplado en este proyecto de ley 
no refleja -ni puede reflejar- lo que deberían ser las retribuciones de los trabajadores, pero cuando llega el 
momento de “poner la carne al asador”, no vemos ninguna señal positiva. Quedaron en discutirlo y 
conversarlo cuando dijimos que este viernes veníamos a la Comisión de Presupuesto de la Cámara de 
Senadores y que nos gustaría que el Poder Ejecutivo respaldara o apoyara los artículos aditivos que 
pudieran salir del seno de esa Comisión para ser incluidos en el proyecto de ley. Así se dieron las cosas. 


No estamos diciendo que no discutimos ni conversamos, porque el diálogo existió, pero lamentablemente 
con muy pocos resultados concretos. 


Con respecto al otro tema, estamos hablando de un universo de casi 31.000 funcionarios civiles 
de la Administración Central, entre los que incluimos a un sector del Ministerio de Defensa Nacional en el 
que hay funcionarios civiles, pero no al Ministerio del Interior. Sin embargo, no estamos hablando de todo el 
universo que nosotros representamos, porque dentro de esos 31.000 funcionarios no están considerados 
los de los Organismos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución de la República -Corte Electoral, 
INAU, Tribunal de lo Contencioso Administrativo y el Tribunal de Cuentas-, que pertenecen a nuestra 
Confederación. 


Efectivamente, según cifras suministradas por el propio Poder Ejecutivo, tenemos más de 8.000 
trabadores que, cumpliendo un régimen de 30 horas, cobran menos de $ 8.180, que es lo que nosotros 
reclamamos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si no hay más preguntas, le agradecemos a la delegación de COFE su 
concurrencia. 


Volvemos a reiterar que este tema es trabajo de una Subcomisión. Entendemos que es muy 
importante, por lo que, si es necesario, esa Subcomisión hablará con los representantes de COFE. 


SEÑOR LARROSA.- ¿Quiénes integran esa Comisión? 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está integrada por la señora Senadora Dalmás y los señores Senadores Breccia, 
Bentancor, Penadés y Ramela, que es suplente del señor Senador Alfie. De todos modos, se trata de una 
Subcomisión de la que pueden participar otros Senadores, aunque los que mencioné son los titulares. 


SEÑOR LONG.- Por mi parte, quisiera agregar algo más, en apoyo de lo último que se ha señalado. 


Creo que es muy importante el hecho de que COFE se involucre en estos artículos porque, en 
todo caso, siempre es bueno que cuando se analizan proyectos de artículos, empezando por los de la 
Rendición de Cuentas, los propios involucrados participen en ello; en realidad, esto constituye un principio 
general de buen diálogo y de buena administración. Pero cuando se quiere hacer un cambio importante y 
de fondo -por lo menos, se apunta a ello- como el que nos ocupa, diría que dicha participación es 
indispensable, porque todo aquello que forma parte de lo que podríamos llamar la calidad de la 
Administración indica que es muy difícil hacer un cambio importante de algo si no hay participación de la 
gente; al final, se termina no yendo a ningún lado. Entonces, estamos hablando de algo que es 
absolutamente básico. Obviamente, al venir un artículo de tal o cual Inciso, puede ser importante que haya 
diálogo, pero esta situación es distinta, pues estamos hablando de una transformación mucho más de 
fondo; en este caso, el tiempo que no se invierta ahora se perderá después, pero multiplicado por cinco o 
por diez. Y esto si es que al final esa transformación va a algún lado, porque a veces sucede que al tratar 
de acortar tiempo, en lugar de invertirlo en los inicios, luego se termina pagando las consecuencias, que 
generalmente no son buenas. Evidentemente, también es cierto que nos cuesta avanzar cuando se trata de 
salir de lo acostumbrado. 


Personalmente, considero que la solución planteada por la señora Presidenta no es la ideal. A mi 
entender, lo más conveniente hubiera sido poder considerar todo esto antes, con un poco más de 
tranquilidad, porque ahora ya estamos en medio de todo este vértigo. Pero, dada la situación, tratemos por 
lo menos de aprovechar lo mejor posible esa instancia, donde la participación de COFE -reitero- en diálogo 
con los integrantes de esa Comisión, es absolutamente indispensable; realmente lo es y mucho más - 
reitero- que en otros casos más puntuales de artículos de tal o cual Inciso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por esa razón es que hemos informado a la delegación de la existencia de la 
Subcomisión. 


Agradecemos la presencia de los representantes de COFE. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 13 y 16 minutos) 
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